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La región de América Latina y el Caribe 

(ALC) posee algunos de los yacimientos de 

recursos minerales más grandes del mundo. 

El sector extractivo promueve la creación 

de empleos formales y de nueva infraestruc-

tura, al tiempo de una indispensable recau-

dación fiscal. Visto en promedio a nivel de 

ALC, nuestro sector agrícola aporta una cifra 

equivalente al promedio de nuestra minería 

con un 4% de los ingresos del PBI regional. 

Este sector, que constituye parte central del 

motor de la actividad económica, es el que 

da también identidad y referencia a miles de 

comunidades que viven en países ricos en 

recursos naturales. 

En contemporáneo con esta riqueza, la vul-

nerabilidad de nuestra región al cambio cli-

mático ha hecho que nuestros países esta-

blecieran metas de mitigación ambiciosas. 

Esas metas de reducción de las emisiones 

de gases de efecto invernadero (GEI) esta-

blecen claras necesidades para el cambio de 

la matriz energética de producción, consu-

mo y distribución, en ALC y en el mundo. En 

ese punto, es exactamente donde nace un 

partenariado triangular crítico e insoslaya-

ble entre las industrias extractivas, las metas 

de cambio climático y la inclusión efectiva 

de partes interesadas, para cumplir con las 

contribuciones climáticas nacionales deter-

minadas. 

En efecto, el apoyo a las energías verdes 

para generar electricidad, las llamadas ener-

gías limpias como la eólica o solar requie-

ren por un lado de grandes extensiones de 

tierra para la instalación de parques eólicos 

terrestres y solares fotovoltaicos. Por el otro, 

y de forma excluyente traen a la mesa a las 

industrias extractivas al demandar minerales 

como el níquel, platino, plata, aluminio, co-

balto, cobre, hierro, y por supuesto el litio. 

En otras palabras, es necesario enfrentar el 

hecho que alcanzar y cumplir con las metas 

de las estrategias climáticas de largo plazo 

(LTS) en la reducción de los GEI requiere de 

la minería intensiva, y hacerlo de modo sos-

tenible, requiere de la inclusión multicultural. 

Frente a la minería irresponsable, estudios 

de caso dan cuenta que no siempre han be-

neficiado, y en algunas ocasiones han per-

judicado a las comunidades aledañas. Esto 

sumado a otros datos y también a percep-

ciones sobre la “maldición de los recursos 

naturales” hacen comprensible la resistencia 

de varios grupos de la sociedad civil (opi-

nión pública, comunidades, grupos de pue-

blos indígenas, campesinos, organizaciones 

de cabildeo) hacia la industria. 

Uno de los primeros errores al enfocar la 

sostenibilidad de iniciativas y soluciones, es 

la de aplanar y/o homogeneizar la cultura, 

Prólogo
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prioridades, capacidades, conocimientos, 

aspiraciones y proyectos de las personas y 

grupos que habitan en las zonas extractivas, 

con un enfoque paternalista que los incor-

pora como conjuntos pasivos a los que asis-

tir y, por lo tanto, considerados sin un valor 

agregado para aportar. 

La respuesta a la difícil pregunta de por qué 

hay proyectos, políticas e iniciativas que sí 

funcionan bien y otras que fracasan, es la 

combinación de numerosos factores. Uno 

de ellos, el as en la manga como factor-an-

tídoto indispensable contra el fracaso, es la 

debida diligencia en la inclusión con identi-

dad, la multiculturalidad.  

En los temas de minería y a la luz de las ne-

cesidades multinivel y multisectoriales, la 

relación de la multiculturalidad para la sos-

tenibilidad está a la par, es igual de priori-

taria, que la rentabilidad, la efectividad y la 

eficiencia fiscal, la transparencia, la imple-

mentación de marcos regulatorios seguros, 

la responsabilidad empresarial, o la capa-

cidad de diseño e implementación de pro-

yectos e iniciativas que requieren minera-

les para alcanzar matrices energéticas más 

limpias. Las agencias ejecutoras capaces 

de una planificación para la inclusión mul-

tidimensional anticipada y significativa de 

partes interesadas que, en lugar de limitar el 

relacionamiento con las comunidades a un 

enfoque de rendición de cuentas, ponen en 

valor las capacidades locales como socios 

y beneficiarios activos, tienen mucho de la 

respuesta positiva a esa pregunta. 

Incluir a las ontologías indígenas, la rituali-

dad asociada a la naturaleza, junto a la aper-

tura económica, los cambios tecnológicos, 

la demanda creciente de commodities mi-

nerales y la presión en los plazos de ejecu-

ción, son sin dudas desafíos. Crear benefi-

cios social, ambiental y económicamente 

sostenibles a largo plazo, es una necesidad. 

Trabajar como socios de manera inclaudica-

ble para encontrar soluciones, es el camino.  

Las lecciones y recomendaciones para un 

diálogo sostenible en las zonas de inversión 

minera en el Perú, con la recopilación de 

casos, sus lecciones aprendidas y sus reco-

mendaciones es un claro paso en esa direc-

ción. Una confirmación para el optimismo y 

el progreso inclusivo en el presente y hacia 

el futuro. Practicar la minería con multicultu-

ralidad inclusiva, es contribuir al desarrollo 

con identidad y en contemporáneo a los es-

fuerzos globales de reducción de emisiones 

para la sostenibilidad.

Flavia Milano
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La diversidad cultural en Latinoamérica y 

el Caribe es un factor clave de su desarro-

llo. La diversidad nos permite interpretar 

nuestra realidad y pensar nuestro futuro 

compartido de distintas maneras, y tam-

bién nos plantea desafíos para relacionar-

nos. Insuficiente apertura a la pluralidad 

cultural –o insensibilidad a las muchas vo-

ces  con las que convivimos- puede afectar 

la calidad de las políticas públicas y de los 

proyectos de inversión, condicionando el 

ritmo y la estabilidad de nuestro progreso 

económico y social. Habilita los legítimos 

reclamos de quienes no son debidamen-

te incluidos en decisiones que los afectan. 

Las tensiones en torno a la actividad mi-

nera en el Perú son indicativas de muchos 

de los problemas que resultan del insufi-

ciente diálogo intercultural en el diseño e 

implementación de políticas y proyectos. 

Ello es visible en la compleja y muchas ve-

ces tensa relación de empresas, gobiernos 

y comunidades en los territorios donde 

Resumen

se realiza la minería, que incluyen indíge-

nas, campesinos y poblaciones nativas. Se 

contraponen en esos espacios distintas 

visiones sobre justicia distributiva y sobre 

desarrollo económico, social y ambiental 

sostenible.

Este documento hace una revisión del 

estado de la cuestión y marcos teóricos 

sobre la relación de poblaciones locales 

rurales y/o indígenas con las empresas mi-

neras, partiendo por su identificación geo-

gráfica y la superposición de territorios in-

dígenas y proyectos. Se presentan datos 

de fuentes oficiales y sugerencias para 

mejorar las estrategias de relacionamiento 

e implementar acciones para promover el 

crecimiento sostenible e inclusivo para el 

Estado, las empresas mineras y las comu-

nidades de Perú. 

Los resultados de este trabajo resultan de 

un trabajo de campo enfocado en anali-

zar prácticas y poner en valor la plurali-

dad de perspectivas como insumo clave 

para el desarrollo. Se proponen acciones 

y políticas públicas y privadas que permi-

tan fortalecer colectivamente la visibilidad 

de la diversidad cultural como un elemen-

to complejo y positivo en la gestión social 

para la minería y el desarrollo territorial. 

La idea fuerza y el supuesto de acción de-

Las tensiones en torno a la actividad 

minera en el Perú son indicativas de 

muchos de los problemas que resultan 

del insuficiente diálogo intercultural en 

el diseño e implementación de políti-

cas y proyectos.
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trás de estas recomendaciones es el indis-

pensable reconocimiento de que nuestra 

diversidad cultural es un activo y no un 

problema y que sin inclusión no hay soste-

nibilidad en el desarrollo.

A partir del análisis, se identifican oportu-

nidades de mejora en las acciones del sec-

tor privado,  incluyendo (i) el fortalecimien-

to del rol de sus relacionistas comunitarios 

mediante mediadores culturales empode-

rados; (ii) la mejora del aprovechamiento 

de los espacios locales para aumentar los 

intercambios de información, con apoyo 

en el uso de lenguas de uso local y usos y 

costumbres del territorio (iii) la generación 

de conocimientos más profundos sobre la 

micropolítica local, y la puesta en valor de 

patrimonio cultural material e inmaterial y 

(iv) el uso de la información disponible en 

las bases de datos de pueblos indígenas, 

mapa etnolingüístico, censo 2017 y la re-

colección preguntas de autoidentificación 

como herramientas para mejorar su cono-

cimiento de las zonas en las que operan. 

En relación al Estado, se vislumbran áreas 

de acción (i) dentro de la política Nacio-

nal Multisectorial Minera, focalizando en 

los instrumentos de relacionamiento, diá-

logo multiactor y transparencia, como 

parte de una estrategia general de forta-

lecimiento institucional (ii) fomento de las 

herramientas con foco en lo social en los 

instrumentos ambientales y lineamientos 

estratégicos para la gestión de conflictos 
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desde un abordaje intercultural. Finalmen-

te, respecto del accionar de comunidades 

rurales y/o indígenas, se propone (i) po-

tenciar agentes para el diálogo intercultu-

ral (ii) valorizar sus activos culturales me-

diante planes de vitalidad de sus lenguas 

y prácticas culturales y (iii) garantizar la 

disponibilidad de recursos en sus fondos 

o fideicomisos para asistencia técnica en 

sus procesos de negociación.  

El documento se estructura en dos sec-

ciones, que analizan el factor intercultural 

en el desarrollo de la actividad minera en 

Perú, y avances y desafíos en el relaciona-

miento intercultural. En la primera parte, 

se examinan cuestiones interculturales en 

dinámicas de conflictividad, considerando 

aspectos conceptuales y territoriales. En 

la segunda parte, se revisan las herramien-

tas institucionales disponibles para la ges-

tión de conflictos socio ambientales, de 

relacionamiento público privada y buenas 

prácticas sectoriales, sobre las que se sus-

tentan las recomendaciones.
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La gobernanza de los recursos naturales 

no renovables, y especialmente la minería 

en el Perú se encuentra en un proceso de 

transformación. Los cambios son visibles 

sobre todo en las prácticas de gestión so-

cial que tanto el sector público como pri-

vado han desarrollado para conquistar la 

llamada “licencia social” y mantener una 

convivencia armoniosa con los diversos 

actores en el territorio, especialmente con 

las comunidades en sus áreas de influen-

cia directa e indirecta.

Existe todavía una gran heterogeneidad 

en la forma en que se relacionan empre-

sas mineras y poblaciones locales. Las re-

laciones abarcan situaciones de abierta 

confrontación, tensiones, negociaciones, 

y asociaciones, que en muchos casos os-

cilan en el tiempo y en torno a problemá-

ticas específicas. En estos procesos, las 

poblaciones despliegan una “variedad de 
estrategias para resistir marginalización 
económica y social”y aprovechar los re-

cursos económicos que genera la activi-

dad minera (Perla 2017). Las dinámicas de 

relacionamiento son procesos continuos 

que fluctúan de acuerdo con las condicio-

nes locales de los territorios, su historia, la 

diversidad y complejidad interna, las rela-

ciones de las poblaciones con otras (por 

ejemplo, en el caso de conflictos interco-

munales), los liderazgos locales y el calen-

dario electoral, entre otros factores. 

En comparación con otras regiones del 

mundo, América Latina y el Caribe (ALC) 

tiene la tasa más elevada de conflictos en 

el mundo vinculados a la minería (Andrews 

et al., 2017; Balza 2021) y estos conflictos 

tienden a ser más violentos (Albrieu and 

Palazzo, 2020). A la búsqueda de explica-

ciones -y soluciones- en Perú, la Comisión 
para el Desarrollo Minero Sostenible crea-

da por la Presidencia del Consejo de Mi-

nistros (PCM) en el 2019 explica que esto 

Introducción

resulta de debilidades en la presencia del 

estado, bajos niveles de desarrollo y una 

historia de exclusión y discriminación ha-

cía sus poblaciones (CDMS-PCM 2020). 

Propone como alternativa mejoras en la 

necesidad de gestionar socialmente los 

territorios partiendo del reconocimiento 

de la trayectoria histórica de los mismos, 

intereses diversos de los actores, recursos 

naturales y diversidad biológica y cultural.  

Explorar una variable intercultural su-

pone examinar la diversidad cultural 

sin prejuicios, a partir de las ontologías 

locales, historicidad, conflictividad 

para comprender y desandar visio-

nes contrapuestas sobre desarrollo y 

bienestar en el territorio. 
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En este documento siguiendo también lo 

propuesto por Caravedo y otros autores 

nos concentraremos justamente en la pre-

ponderancia del “factor de la diversidad 

cultural”. 

Este documento propone examinar con 

mayor detenimiento una variable relati-

vamente inexplorada pero presente de 

manera consistente en la literatura sobre 

minería y sociedad en el Perú: la “indige-

neidad.” La indigenidad1 es una condición 

social y política que se caracteriza por el 

reconocimiento de la cultura, la identidad 

y los derechos de los pueblos indígenas. 

Los pueblos indígenas son aquellos que 

han vivido en un territorio desde antes de 

la llegada de los europeos, y que han con-

servado su cultura, su lengua y sus tradi-

ciones (ONU 2019, ONU 2020, OIT 2021). 

Explorar esta variable supone examinar 

la diversidad cultural sin prejuicios, a par-

tir de las ontologías locales, historicidad, 

conflictividad para comprender y desan-

dar visiones contrapuestas sobre desarro-

llo y bienestar en el territorio. 

Este documento plantea recomenda-

ciones para fortalecer la visibilidad de 

la diversidad cultural como un elemen-

to complejo y positivo en los buenos 

resultados de la gestión social y el de-

sarrollo local.

1 En 2019, la Organización de las Naciones Unidas (ONU) adoptó la Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas, 
que es un documento jurídico internacional que reconoce los derechos de los pueblos indígenas a la autodeterminación, la 
autonomía, la tierra y los recursos naturales, la educación, la salud y la protección contra la discriminación. 
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En la primera sección de este documento, 

se examina la relación de la minería con los 

conflictos socioambientales en Perú, con-

siderando el factor intercultural. Se verá 

que La diversidad indígena en el Perú tie-

ne una distribución desigual entre la Ama-

zonía y los Andes. Mientras que la mayor 

parte de los grupos étnicos se ubican en 

la selva, la mayor parte de la población 

que se identifica como indígena vive en la 

sierra. Y esto se refleja en los procesos de 

consulta previa que se han realizado hasta 

julio del 2022, donde predominan los pro-

yectos mineros en zonas andinas y la par-

ticipación de representantes quechuas. De 

hecho, el 31% de los centros poblados que 

están en distritos con presencia minera 

son indígenas, según el censo de 2017.

Las formas de participación en los proce-

sos decisorios juegan un rol central en las 

dinámicas del conflicto. Luego, se revisan 

prácticas de relacionamiento intercultural, 

desde las voces de los implementadores. 

Se plantean recomendaciones para forta-

lecer la visibilidad de la diversidad cultural 

como un elemento complejo y positivo en 

los buenos resultados de la gestión social 

y el desarrollo local.  
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EL FACTOR 
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Y LA MINERÍA 
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Los conflictos socio ambientales en Lati-

noamérica y el Caribe comparten comple-

jas raíces históricas y estructurales. Exis-

ten países y sectores que por su historia 

y casuística son emblemáticos en esta te-

mática, como es el caso del sector minero 

en Perú.

Existe un sesgo a creer que la comple-

ja relación entre la industria minera y los 

ciudadanos siempre es conflictiva, pero se 

observa gran heterogeneidad en las rela-

ciones que se establecen entre empresas 

mineras y poblaciones locales. En palabras 

de Perla (2017), la naturaleza del vínculo 

entre partes “no es de abierta confronta-

ción, ni mucho menos de total rechazo, 

sino, más bien, un largo proceso salpica-

do con algunas escaramuzas, y marcado 

por continuas negociaciones, desconfian-

za y falta de capacidades, y por tantear 

los límites entre lo que se puede deman-

dar y se puede ofrecer”. En definitiva, el 

foco en la conflictividad tiende a eclipsar 

procesos anteriores y posteriores a los es-

tallidos y miradas más atentas a la manera 

1.1 La minería y los conflictos 
socio ambientales en el Perú

en que estado, empresas, y ciudadanos in-

teractúan de forma cotidiana –en las dis-

tintas localidades, de acuerdo con rasgos 

culturales particulares. 

El sector minero peruano experimenta un 

ciclo de expansión acelerado desde prin-

cipios de la década de 1990, producto de 

las reformas de liberalización de economía 

y nuevas tecnologías para la extracción de 

minerales. A principios de ese decenio, se 

promulgó la nueva Ley General de Minería, 

la Ley de Promoción de la Inversión Ex-

tranjera y decretos de estabilidad tributa-

ria, fueron privatizadas más de 200 ope-

raciones mineras –que generaron US$1.2 

miles de millones en ingresos directos para 

el Estado– y como corolario, la producción 

de minerales por parte de empresas priva-

das se incrementó del 55% de la produc-

ción total en 1990 al 95% en 1999 (Bury, 

2007). Luego, con el aumento sostenido 

de los precios de los metales durante la 

década del 2000, el sector minero ya se 

encontraba fuertemente vinculado al flujo 

de capitales privados y el uso de nuevas 

tecnologías de extracción (Bebbington, 

2013; Bury, 2007, Li, 2017). 

La transformación tecnológica permitió 

hacer viables operaciones donde antes, 

con métodos de extracción tradicionales, 

no hubiese sido posible (o rentable). El 

desarrollo de estas tecnologías, especial-

mente aquellas que permiten operaciones 

Los conflictos socio ambientales en 

Latinoamérica y el Caribe comparten 

complejas raíces históricas y estructu-

rales. Existen países y sectores que por 

su historia y casuística son emblemáti-

cos en esta temática, como es el caso 

del sector minero en Perú.
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a cielo abierto, invirtió además la relación 

entre capital y fuerza de trabajo de la mi-

nería tradicional. Las empresas mineras ya 

no emplearon tanta mano de obra local, 

sino que fueron desplazados por los avan-

ces tecnológicos y la tercerización de los 

servicios (Damonte, 2013). Salvo durante 

el periodo de construcción de las instala-

ciones, la mano de obra local encuentra li-

mitadas oportunidades laborales en la mi-

nería contemporánea (Bebbington, 2013).

El proceso expansivo de la minería coin-

cidió también con la descentralización 

del Estado peruano. Durante los primeros 

años de la década del 2000, la Constitu-

ción fue reformada para permitir la crea-

ción de “gobiernos regionales” – un nivel 

intermedio entre lo nacional y lo local – y 

se implementaron una serie de reformas 

para descentralizar los recursos y el poder 

político. En este periodo de intensa refor-

ma fue promulgada la Ley de Canon Mi-

nero, la cual asigna el 50% del total de los 

ingresos y rentas que pagan las empresas 

por el aprovechamiento de los recursos 

minerales a los gobiernos subnacionales. 

En la literatura, se esgrimen diversas expli-

caciones sobre la conflictividad, y se sue-

le apuntar a factores institucionales y sus 

impactos en la justicia con que se distribu-

yen beneficios e impactos de la actividad. 

Así, los conflictos en torno a la minería son 

usualmente clasificados en dos grandes 

categorías: 1. “conflictos socio ambienta-
les”, aquellos en contra de las actividades 

extractivas debido a sus posibles afec-

taciones al medioambiente o los medios 

de subsistencia de la población local, y 2. 

“conflictos redistributivos”, aquellos vin-

culados al incumplimiento de acuerdos y 

negociaciones de partes, y a la demanda 

de acceso más justo a servicios y recur-

sos. En el Perú la tipología y nomenclatura 

puede variar, por ejemplo la Secretaría de 

Gestión Social y Diálogo SGSD tiene clasi-

ficados estos conflictos con la tipología de 

“minería” y la Defensoría del Pueblo como 

“socioambientales”.

Los primeros suelen ser objeto de mayor 

atención pública (tanto periodística como 

académica) por su intensidad y violencia. 

Los casos más prominentes de este tipo 

de conflicto son Tambogrande (2002), Rio 

En la literatura, se esgrimen diversas 

explicaciones sobre la conflictividad, y 

se suele apuntar a factores institucio-

nales y sus impactos en la justicia con 

que se distribuyen beneficios e impac-

tos de la actividad.
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Blanco (2005), Quilish (2009), Tía María 

(2011, 2018), Santa Ana (2011) y Conga 

(2011). El segundo tipo de conflicto es de 

intensidad variable en función de capaci-

dades y dinámicas de negociación, opo-

sición y acuerdo entre la población local, 

estado y empresas operadoras. Son ten-

siones cotidianas en torno a las activida-

des mineras.

En términos generales, explicaciones so-

bre el origen de los conflictos ponen el 

foco en aspectos institucionales. En un 

contexto de debilidad de los actores po-

líticos nacionales, el canon minero y otros 

recursos transferidos desde el gobierno 

nacional a los espacios subnacionales se 

vuelven objeto de competencia entre ac-

tores, que alimentan disputas políticas y 

conflictos sociales (Arce, 2015). Una alta 

fragmentación política que impide es-

tablecer “mecanismos de respuesta” a 

las demandas de los ciudadanos y “crea 

incentivos para el uso de estrategias de 

confrontación y perturbación con las cua-

les incidir en quienes gobiernan” (Arce, 

2015:192). Dicho de otro modo, brechas 

en el desempeño institucional –deficien-

cias en la calidad de la gobernanza—afec-

tan la justicia distributiva y procesal, y son 

fuente de reclamos sociales (Balza et al 

2021). Se argumenta que las protestas en 

torno las actividades extractivas resultan 

de estrategias de apropiación de la ren-

ta por parte de diferentes actores, incen-

tivadas por el notable incremento de los 

presupuestos destinados a programas de 

responsabilidad social corporativa y esta-

blecimiento de transferencias fiscales a los 

gobiernos subnacionales, en particular el 

canon (Arellano-Yaguas 2014).
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1.2 Minería y el factor intercultural  
en el relacionamiento social

Explicaciones a la conflictividad que to-

man en cuenta la indigeneidad proponen 

una mirada alternativa, con basamento 

antropológico. Argumentan que la rela-

ción entre ciudadanos y la industria mine-

ra resulta de la forma en que se resuelven 

diferencias culturales y sociales, y de di-

ferencias en las premisas sobre las cuales 

los actores toman posición en las negocia-

ciones.

Por ejemplo, en el caso de Cajamarca, Li 

(2017) argumenta desde esta perspectiva 

que las relaciones entre empresas y comu-

nidades campesinas “a menudo queda[n] 

fuera de la lógica de mercado del cálcu-

lo racional” por diferencias en la valora-

ción que cada parte hace de los elemen-

tos de la negociación. La venta de tierras 

y la compensación por uso de aguas son 

entendidas desde una lógica diferente –

priorizando experiencias y formas de uso 

colectivo en el caso de las comunidades. 

Se plantean impedimentos morales y cul-

turales al punto de partida de la negocia-

ción –la posibilidad de explotación de una 

montaña, por ejemplo, si se la considera 

un ser sintiente (Salas, 2017).

Del mismo modo, la minería de socavón es 

una práctica histórica acompañada de una 

ritualidad específica, con variaciones loca-

les, que se contrapone con las prácticas 

en la minería a cielo abierto. La minería de 

socavón limita la participación de las co-

munidades circundantes y la realización 

de rituales en torno a las actividades pro-

ductivas. En la nueva minería, las tradicio-

nes y prácticas culturales se asocian usual-

mente con el atraso y premodernidad, y 

carecen de utilidad práctica. No conside-

ran su funcionalidad social en la creación 

(y reproducción) del capital social para 

afrontar territorios agrestes, climas adver-

sos, y una historia de marginación social 

en las comunidades andinas. El territorio 

local, como señala Ardila (2006), produce 

significados en la mente de los sujetos, los 

identifica con un paisaje, con una historia 

y una memoria común. La construcción de 

la definición de territorio es colectiva, se 

basa en la experiencia de cada comunidad 

y en las formas variadas de organización 

de su relación con la naturaleza.

La apertura económica y la capitali-

zación de comportamientos sociales, 

así como los cambios tecnológicos 

y la descentralización política, pue-

den contraponerse con tendencias o 

costumbres profundas de larga data, 

como las ontologías indígenas y la ri-

tualidad asociada a la naturaleza. 
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La apertura económica y la capitalización 

de comportamientos sociales, así como 

los cambios tecnológicos y la descentra-

lización política, pueden contraponerse 

con tendencias o costumbres profundas 

de larga data, como las ontologías indíge-

nas y la ritualidad asociada a la naturaleza. 

Las diferencias de cosmovisión pueden 

tener importantes implicaciones en la im-

plementación de la normativa vigente. La 

legislación peruana requiere, por ejemplo, 

de un acuerdo previo sancionado por más 

de dos tercios de la Asamblea Comunal 

(Ley N° 26505). Esta etapa es clave para 

el flujo de información y establecimiento 

de acuerdos entre la población y la em-

presa interesada en el aprovechamiento 

de los recursos minerales. Otro espacio de 

negociación establecido de manera regu-

lar es el Proceso de Participación Ciuda-

dana, creado en 2008 (Decreto Supremo 

Nº 028-2008-EM) como requisito para la 

aprobación de los Estudios de Impacto 

Ambiental (IEA). Este procedimiento está 

orientado a brindar información a la po-

blación sobre las características del pro-

yecto, y por lo general ha sido un esce-

nario propicio la toma de acuerdos entre 

la población local y las empresas mineras 

(Zavaleta, 2014). Las diferencias heurís-
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via está directamente orientada a superar 

brechas de entendimiento de carácter cul-

tural y es asumido como un derecho co-

lectivo de los pueblos indígenas. Asimis-

mo, aunque las empresas son alentadas a 

participar, los acuerdos son generalmente 

establecidos entre representantes indíge-

nas y funcionarios públicos. 

ticas afectan el sentido y condiciones de 

implementación de los procesos adminis-

trativos.

A la luz de estos desafíos, a partir de 2015 

se iniciaron los primeros procesos de con-

sulta previa en el sector minero (Ley N° 

29785), incluyendo provisiones para el diá-

logo intercultural, establecido en el Con-

venio 169 de la Organización Internacional 

de Trabajo (OIT). A diferencia de los otros 

espacios institucionales, la consulta pre-
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1.3 Las comunidades campesinas,  
los nativos y los indígenas del Perú

Como han apuntado Gálvez y Sosa (2013) 

definir la identidad cultural de los ciuda-

danos (o colectivos sociales) es una tarea 

sensible. En primer lugar, las identidades 

distan de ser elementos estáticos; por el 

contrario, están en constante construc-

ción, amoldamiento y transformación, 

muchas veces influenciada por factores 

externos.2 Segundo, como los autores en-

fatizan, “el funcionamiento del aparato es-

tatal se sostiene en la definición de cate-

gorías que permitan implementar políticas 

públicas con cierto grado de planificación 

y predictibilidad” lo cual impulsa a los for-

muladores de “políticas interculturales” a 

trazar límites fijos (indicadores y paráme-

tros) que muchas veces pueden resultar 

discutibles. Una tercera dificultad, particu-

lar del caso peruano, corresponde a la for-

ma a través de la cual el Estado incorporó 

a la ciudadanía a la población indígena de 

los andes durante la década de 1970.  

En el Perú, hasta mediados de siglo XX, 

múltiples etnicidades eran agrupadas en 

la categoría “indígena” o “indio”, pero esta 

forma de clasificación estatal cambió sus-

tancialmente en el marco de la reforma 

agraria impulsada por el Gobierno Revolu-

cionario de las Fuerzas Armadas (GRFA). 

2 Sobre la condición “situacional” de las identidades culturales ver, entre otros, Laitin (1992). 

En la década de 1970, el Gobierno creó 

dos regímenes de propiedad colectiva 

diferenciados que tendrían efectos dura-

deros en las formas de identificación de 

la población originaria. Como una de las 

primeras medidas de la reforma, el gobier-

no dispuso el cambió de nombre de las 

“comunidades de indígenas” (reconocidas 

desde 1920) por “comunidades campesi-

nas” y transformó la Dirección General de 

Integración de la Población Indígena en la 

Dirección de Comunidades Campesinas, 

la cual adscribió a la Dirección General de 

Reforma Agraria. Las autoridades tradicio-

nales fueron reemplazadas por los cargos 

electos establecidos en un nuevo Estatuto 

de Comunidades Campesinas y la pobla-

ción quechua y aimara hablante se organi-

zó alrededor de una identidad general: el 

campesinado (Yashar, 2005; Remy, 2014). 

La Reforma Agraria creó dos categorías 

políticas que han sido determinantes para 

la autoidentificación y estrategias de mo-

vilización de la población indígena en el 

Perú. En un universo de múltiples comu-

nidades y diferentes pueblos, el término 

campesino englobó una nueva categoría 

política y se volvió ubicuo en el nombre 

de las asociaciones gremiales en el ámbi-
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to rural andino. En la Amazonía, donde la 

diversidad cultural y lingüística es incluso 

más pronunciada que en los Andes, el tér-

mino “nativo” fue apropiado rápidamente 

por los ciudadanos indígenas. Estas dis-

tinciones, ancladas en la historia peruana, 

generaron un profundo debate sobre qué 

colectivos debía ser considerados indíge-

nas y, por lo tanto, ser partícipes de pro-

cesos de consulta previa. En particular un 

sector de la academia y gremios empre-

sariales consideraba que las comunidades 

campesinas no debían ser consideradas 

como parte de pueblos indígenas, en la 

medida que habían sido incorporados a la 

Nación como “campesinos”. 

Para tener referencias más concretas, re-

cordemos que el Convenio 169 de la OIT 

(en adelante C169) define a los pueblos 

indígenas como aquellas poblaciones des-

cendientes de quienes “habitaban en el 

país o en una región geográfica a la que 

pertenece el país en la época de la con-

quista o la colonización o del estableci-

miento de las actuales fronteras estatales 

y que, cualquiera que sea su situación jurí-

dica, conservan todas sus propias institu-

ciones sociales, económicas, culturales y 

políticas, o parte de ellas.” 

Para su identificación la OIT ha estableci-

do de manera general, criterios objetivos 

y subjetivos a ser utilizados para la apli-

cación del C169. Los primeros hacen re-

ferencia a características verificables en 

la realidad, como mantener una conexión 

histórica con un determinado territorio y 

conservar (total o parcialmente) institu-

ciones particulares. El segundo se refiere a 

la conciencia que tiene el grupo de poseer 

una identidad particular, distinta el resto 

de la sociedad nacional. Tomando estos 

elementos, la directiva establecía que los 

criterios objetivos a considerar serian la 

lengua (como institución distintiva) y el 

uso comunal de la tierra (como indicador 

de conexión territorial). Por otra parte, el 

criterio subjetivo estaría vinculado a la au-

toidentificación étnica. 

Durante el proceso de implementación de 

la Base de Datos de Pueblos Indígenas- en 

adelante BDPI-, el Viceministerio de Inter-

culturalidad – VMI optó por desarrollar es-

tos criterios. En mayo de 2012 publicó una 

directiva que regulaba el funcionamiento 

de la BDPI, así como una lista de 52 pue-

blos indígenas, 48 de la zona amazónica 

y 4 de la zona andina. El siguiente paso 

consistía en construir la BDPI de acuerdo 

con los lineamientos establecidos, lo cual 

significaba incorporar a las primeras co-

munidades que podían ser consideradas 

indígenas. Una primera versión de este 

modelo generó controversia por el número 

de comunidades campesinas incluidas en 

la BDPI, las cuales se concentraban en zo-

nas de alta potencialidad minera, como la 
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En este contexto el primer recuento to-

tal de procesos de consulta previa en 

el sector minero el Perú es presentado 

en el Anexo Nro. 1 de este documen-

to con datos muy relevantes, materia 

de análisis y a partir de la cual pueden 

plantearse nuevas.

región Apurímac. La posición institucional 

de Ministerio de Energía y Minas – MINEM 

y otros actores era que las comunidades 

campesinas – o al menos, la gran mayoría 

de ellas, no cumplían con los criterios para 

ser consideradas parte de pueblos indíge-

nas. 

Este periodo fue de alta incertidumbre 

sobre el futuro de la política de consulta 

previa. Actores domésticos tanto estata-

les, como no-estatales (gremios empre-

sariales, organizaciones indígenas) tenían 

poca claridad en continuar con la reforma. 

Sin embargo, existía cierta presión inter-

nacional para no abandonar la política. En 

2013 – el periodo de mayor incertidumbre 

– el Relator Especial para los Derechos de 

los Pueblos Indígenas realizó una visita 

al Perú para observar el proceso y brin-

dar recomendaciones, e incluso el propio 

Secretario General de ONU, en visita ofi-

cial hacia finales del mismo año, felicitó al 

Perú por ser “el primer país en el mundo 

en adoptar la Ley de Consulta Previa.” 

En febrero de 2015 se publicó en la BDPI 

el listado referencial de comunidades ai-

maras (un total de 343) y entre julio y di-

ciembre del mismo año se incorporarían 

más de 2500 comunidades campesinas 
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pertenecientes a los pueblos quechuas. 

La metodología incorporaba en la BDPI 

un número más conservador de comuni-

dades comparado con la primera versión 

elaborada en 2012. 

Aunque más adelante en este documento 

se profundizará respecto a la institucio-

nalidad de la consulta previa en minería, 

es necesario adelantar que será la nueva 

ministra del Energía y Minas, Rosa María 

Ortiz, quien anunció durante este mismo 

periodo (2015) que su gestión trabajaba 

en coordinación con el Ministerio de Cul-

tura para iniciar los primeros procesos de 

consulta en el sector minero.  

Como resultado, en septiembre de 2015 

se iniciaba la primera consulta de un pro-

yecto de exploración minera: el proyecto 

Aurora, ubicado en Cusco. Le seguirían los 

proyectos Toropunto en Áncash y Misha 

en Apurímac. El desarrollo de procesos de 

consulta en el sector hidrocarburos duran-

te los años anteriores redujo la preocupa-

ción por los resultados de la consulta en el 

sector minero.  

En este contexto el primer recuento to-

tal de procesos de consulta previa en el 

sector minero el Perú es presentado en el 

Anexo Nro. 1 de este documento con da-

tos muy relevantes, materia de análisis y a 

partir de la cual pueden plantearse nuevos 

análisis y correlaciones. 

A julio de 2022, se han realizado 77 pro-

cesos de consulta previa en proyectos de 

Áreas Naturales Protegidas, Hidrocarbu-

ros, Políticas Nacionales, Infraestructura 

y Minería, entre otros. Del total y princi-

palmente en zona andina se han realizado 

procesos de consulta previa en 32 proyec-

tos en minería hasta la fecha con protagó-

nica participación de representantes que-

chuas. VER ANEXO NRO. 1
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1.4 ¿Dónde están los indígenas en el 
Perú y donde está la minería?

En América Latina habitan al menos 42 

millones de personas que pertenecen a 

algún pueblo indígena u originario, pobla-

ción que se encuentra largamente con-

centrada en 4 países: México, Perú, Gua-

temala y Bolivia (Banco Mundial, 2016). En 

el Perú, de acuerdo con el XII Censo de 

Población3, el 25% de ciudadanos asegu-

ró considerarse indígena sobre la base de 

sus “antepasados y costumbres”, y más de 

cuatro millones y medio son hablantes de 

alguna lengua originaria (16% de una po-

blación superior a los 33 millones) (INEI, 

2017).  

Asimismo, si desagregamos esta catego-

ría, encontramos una notable diferencia 

numérica entre la población indígena de 

los Andes y la Amazonía. De acuerdo con 

el Ministerio de Cultura del Perú, el ente 

rector en la materia, en el Perú habitan 

55 pueblos indígenas, de los cuales 4 son 

oriundos de los Andes, y 51 lo son de la 

Amazonía. Sin embargo, los ciudadanos 
hablantes de una lengua indígena andina 

(quechua, aimara y jaqaru) representa el 
94% de total de aquellos que respondie-
ron ser hablantes de alguna lengua origi-
naria. Es decir, aunque la mayoría de la di-
versidad indígena es amazónica, la mayor 
cantidad de población auto reconocida 
como indígena está en los andes del Perú.

Desde un punto de vista territorial, la po-

blación indígena se encuentra distribuida 

de manera heterogénea en el territorio. 

Los departamentos del sur andino del país 

concentran el mayor número de población 

indígena del país, principalmente Apu-

rímac, Ayacucho, Cusco, Huancavelica, 

Moquegua y Puno. Estos cuatro departa-

mentos significan el 53% de la población 

quechua y aimara hablante del país. 

3  Perú: Perfil Sociodemográfico. Informe Nacional  
https://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/publicaciones_digitales/Est/Lib1539/libro.pdf 

En el Mapa Nro. 1 siguiente se muetra el porcentaje

de población hablante de una lengua indigena en el

Perú según el Ministerio de Cultura.
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Mapa Nro.1 
Porcentaje de población hablante de una lengua indígena (por provincia)
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Por otro lado, refiriéndonos a las activida-

des mineras en el Perú, estas se concen-

tran en la sierra andina del país, por lo que 

los pueblos indígenas vinculados con la 

actividad son centralmente los quechuas 

y aimaras, aunque también existen pro-

yectos mineros en distritos con presencia 

de población awajún, shawi y yaminahua 

(amazónicos). 

Para ser más precisos, habiéndose ana-
lizado por primera vez el mapa total del 
Perú indígena sobrepuesto sobre el de 
proyectos mineros, con datos de la BDPI 

se concluye que, de los 8.779 centros po-

blados censales que se encuentran en dis-

tritos con presencia de proyectos mineros, 

2.765 han sido identificados como indíge-

nas, es decir, el 31% del total. 

Asimismo, estos centros poblados iden-

tificados como indígenas se ubican prin-

cipalmente en ámbitos de comunidades 

campesinas, el tipo de localidad indígena 

predominante en las zonas mineras. 

VER MAPA NRO. 2 

De los 8.779 centros poblados censa-

les que se encuentran en distritos con 

presencia de proyectos mineros, 2.765 

han sido identificados como indígenas, 

es decir, el 31% del total. 
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Mapa Nro.2 
Proyectos Mineros y Pueblos Indígenas

Fuente: Ministerio de Cultura, 2022
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2. 
AVANCES Y 
DESAFÍOS DE 
RELACIONAMIENTO 
INTERCULTURAL
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2.1 Las herramientas institucionales  
disponibles para la gestión de conflictos  
socio ambientales

La capacidad institucional del Estado pe-

ruano ha ido evolucionando en el trata-

miento de los procesos de diálogo que 

surgen espontáneamente o que se fuer-

zan entre las empresas mineras y las co-

munidades cercanas a sus emplazamien-

tos. Las soluciones o espacios de diálogo 

propuestos por el Estado han evitado mu-

chas veces escalamiento de conflictos so-

cio ambientales de alta intensidad y haber 

evitado grandes costos para los actores. 

Antes del año 2010 el Estado peruano 

solo contaba con respuestas informales y 

desarticuladas en su kit de herramientas, 

por lo que se crearon y se implementaron 

instancias y mecanismos de diálogo orien-

tadas a prevenir y gestionar los conflictos 

sociales y socio ambientales vinculadas a 

actividades extractivas. PNUD resume al-

gunos rasgos de ese proceso a partir de 

“La creación de la Comisión Multisectorial 

para la Prevención de Conflictos Sociales 

en el año 2006, la sanción de la Ley de 

Consulta Previa en 2010 y posterior regla-

mentación en 2012, la elaboración y san-

ción de los lineamientos generales para 

la prevención de conflictos sociales en el 

Perú en el año 2011 y la creación de la Ofi-

cina Nacional de Dialogo y Sostenibilidad 

en el año 2012”4 (PNUD, 2014, pp.52)

La institucionalidad para la prevención y 

gestión de conflictos desarrollada durante 

los últimos diez años en el Perú consiste 

en al menos tres elementos diferenciados, 

a saber: la normativa, las capacidades ins-

taladas en los diferentes sectores e ins-

tituciones del Estado y las herramientas 

disponibles para promover la resolución y 

gestión de conflictos sociales y socioam-

bientales. En el 2014 (PNUD, 2014) se con-

sideraba que el Perú había avanzado en 

esos campos; pero en los últimos años, la 

percepción es que el tratamiento sectorial 

no permite responder a la intensidad de 

los conflictos desatados en estos últimos 

años. 

A nivel estatal el mayor reto es la articula-

ción ante diálogos que demandan agen-

das con problemas multidimensionales y 

multicausales. Los límites de lo sectorial y

A nivel estatal el mayor reto es la arti-

culación ante diálogos que demandan 

agendas con problemas multidimen-

sionales y multicausales. Los límites 

de lo sectorial y las competencias por 

nivel intergubernamental han limitado 

seriamente los avances en un proceso 

integral y oportuno.

4  Algunos hitos luego de la ONDS: Construcción de instancias especializadas por sectores: Oficina General de Asuntos Socio-Am-
bientales - OGASA (MINAM), Oficina General de Gestión Social - OGGS (MINEM) y la Unidad de Prevención y Gestión de Conflictos 
- UPGC (Autoridad Nacional del Agua), en particular. Las oficinas regionales en los GORE (algunas instaladas, otras no). 2017, la 
creación de viceministerio de Gobernanza Territorial y de la  Secretaría de Gestión Social y Diálogo – SGSD (Presidencia del Consejo 
de Ministros) 
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las competencias por nivel interguberna-

mental han limitado seriamente los avan-

ces en un proceso integral y oportuno. Más 

cuando el ritmo de inversión exigía mayor 

presión al acompañamiento de explora-

ción y explotación de los recursos natura-

les, durante la última década. 

De otro lado, se construyeron herramien-

tas que permitían identificar la tipología 

de los conflictos, programas de alerta y 

respuesta temprana, protocolos para los 

diálogos, reportes y monitoreo de cumpli-

miento de las mesas de desarrollo. Desde 

lo sectorial, podemos identificar valiosos 

esfuerzos como:

• En el Ministerio de Energía y Minas se 

propusieron los manuales de participación 

ciudadana basados en los reglamentos, 

los talleres de sensibilización en comuni-

dades afectadas, la implementación de 

diálogos tripartitos en la región amazóni-

ca, la formulación de planes de desarrollo 

conjunto, los diplomados en resolución de 

conflictos para personal y actores socia-

les, los mapeos de actores en zonas de ex-

ploración y explotación, y diferentes ins-

trumentos para mejorar la calidad de los 

procesos de diálogo.
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5 Aprobada por la Resolución N° 265-2023-Minam (30/08/23)

• En el Ministerio del Ambiente se avanza-

ron con líneas de base y diagnósticos; los 

comités de monitoreo ambiental y sanita-

rios conjuntos, que involucran a autorida-

des locales, nacionales y sociedad civil; las 

redes de alerta temprana; la divulgación y 

presentación de estudios; y los planes de 

monitoreo integrados. En el 2022 se apro-

bó y publicó la “Guía de prevención y ges-

tión de conflictos socioambientales”5. 

• Por su parte, la Autoridad Nacional del 
Agua desarrolló cuatro herramientas cen-

trales que promueven: los diagnósticos 

participativos construidos con comuni-

dades y juntas de usuarios; los muestreos 

de agua; un protocolo de intervención y 

participación en mesas de diálogo; y el 

sistema de monitoreo de posibles contro-

versias basado en la información que re-

colectan las Juntas de regantes” (PNUD, 

2014, pp.45)

• En el Ministerio de Cultura se desarrolla-

ron: Registro de traductores e intérpretes; 

Guía metodológica para la celebración de 

la consulta; facilitadores; y, Base de datos 

de los pueblos indígenas” (PNUD, 2014, 

pp.45)
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Oralidad (iv) Medios comunicacionales 

culturalmente diversos (v) Transparencia 

y buena fe.

Asimismo, el enfoque intercultural, de 

acuerdo a esta guía, se incorpora en la 

gestión social de las principales funcio-

nes del SENACE, particularmente en las 

siguientes fases relacionadas con la eva-

luación del Estudio de Impacto Ambiental 

Detallado EIA-d: (i) Avanzada Social; (ii) 

Elaboración del EIA-d (acompañamiento 

para la elaboración de la línea base); (iii) 

Diseño e implementación de los mecanis-

mos de participación ciudadana obligato-

rios y/o complementarios (antes y durante 

la elaboración del EIA-d, y durante la eva-

luación del EIA-d) y; (iv) Proceso de ejecu-

ción del proyecto de inversión.

En cada una de estas fases se desarrollan 

criterios para considerar la variable étnica 

por parte de los equipos responsables de 

cada una de las etapas. Este esfuerzo es 

relevante desde el SENACE por que logra 

desarrollar de manera concreta y especí-

fica recomendaciones para mejorar la co-

municación en sus diferentes momentos y 

formatos hacía las comunidades, y permi-

tir que éstas puedan romper la asimetría 

de información hacía proyectos que van a 

desarrollarse e implementarse en sus ám-

bitos territoriales. 

• Desde la Defensoría del Pueblo, su 

aporte más relevante ha sido el “Repor-

te mensual sobre cantidad y perfil de los 

conflictos sociales en el Perú; Sistema de 

Alerta Temprana; Directiva de interven-

ción en conflictos electorales; Lineamien-

tos en intervención en conflictos sociales 

en los que el actor sean pueblos indíge-

nas amazónicos; Protocolo de interven-

ción en conflictos sociales para contexto 

de consulta previa; Directiva de organi-

zación de procesos de diálogo; Directiva 

de intervención en zonas en que se han 

declarado estado de emergencia; y Di-

rectiva de intervención para zonas don-

de hay presencia de Sendero Luminoso. 
 

El enfoque intercultural en la Guía de par-
ticipación ciudadana del Servicio Nacio-
nal de Certificación Ambiental para las 
Inversiones Sostenibles – SENACE

Como parte de los instrumentos ya esta-

blecidos existe un instrumento especial-

mente valioso, se trata del elaborado por 

SENACE denominado “Guía de partici-
pación ciudadana con enfoque intercul-
tural” (2018), donde identifica que a los 

principios de la participación ciudadana 

se debe transversalizar elementos del en-

foque intercultural tales como: (i) Elimina-

ción de barreras de acceso: geográficas, 

culturales, entre otras; (ii) Bilingües; (iii) 
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El Estado, en sus diferentes niveles de 

gobierno (nacional, regional y local) y 

a través de sus diferentes entidades, 

puede consultar medidas administrati-

vas que puedan afectar los derechos 

colectivos de los pueblos indígenas. 

Estas entidades cumplirán el rol de 

entidad promotora y el Viceministerio 

de Interculturalidad el rol de asistencia 

técnica a dichas entidades y a los pue-

blos indígenas para garantizar su par-

ticipación. 

El enfoque intrínsecamente intercultural 
en los procesos de Consulta Previa

Uno de los mecanismos participativos 

propiamente interculturales es la Consul-

ta Previa. La ley N°29785 promulga la Ley 

del derecho a la consulta previa a los pue-

blos indígenas u originarios, reconociendo 

y llamando a la implementación del dere-

cho colectivo establecido en el convenio 

169 de la Organización Internacional del 

Trabajo (OIT). En su reglamento, el Decre-

to Supremo N° 001-2012-MC, señala que 

el Viceministerio de Interculturalidad es 

el ente rector para la implementación de 

la política pública y responsable de brin-

dar la asistencia técnica a las entidades 

promotoras y crear herramientas como la 

Base de datos de Pueblos indígenas, re-

gistro de traductores e intérpretes. 
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En buena cuenta, la consulta previa es un 

diálogo entre el Estado y los pueblos in-

dígenas u originarios, cuándo se identifica 

que existen posibles afectaciones directas 

a los derechos colectivos de los pueblos 

indígenas. El Ministerio de Cultura ha de-

sarrollado diferentes instrumentos tales 

como la guía de identificación de pueblos 

indígenas y la guía de procesos de facili-

tación de los procesos de consulta previa.  

Como indicamos antes en este documen-

to, a julio del 2022 se registra que se han 

realizado 77 procesos de consulta previa 

en diferentes sectores: Hidrocarburos, mi-

nería, energía, ambiental, patrimonial, in-

fraestructura de carreteras, políticas pú-

blicas, entre otras. 

Los acuerdos alcanzados en el proceso 

de consulta previa son de cumplimiento 

obligatorio para ambas partes, es decir 

son vinculantes. A través de los acuerdos 

arribados en el proceso de consulta se in-

corporan las propuestas, puntos de vista, 

opiniones e intereses de los pueblos indí-

genas en las medidas estatales que tuvie-

ran relación con sus derechos.

El Estado, en sus diferentes niveles de 

gobierno (nacional, regional y local) y a 

través de sus diferentes entidades, pue-

de consultar medidas administrativas que 

puedan afectar los derechos colectivos 

de los pueblos indígenas. Estas entidades 

cumplirán el rol de entidad promotora y 

el Viceministerio de Interculturalidad el rol 

de asistencia técnica a dichas entidades y 

a los pueblos indígenas para garantizar su 

participación. 

Entre los principios de consulta previa se 

incorpora el enfoque intercultural. Esto 

implica reconocer, respetar y adaptarse a 

las diferencias existentes entre las cultu-

ras y contribuyendo al reconocimiento y al 

valor de cada una de ellas.
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2.2 La gestión público-privada  
de los conflictos socioambientales

La forma en que se implementan las estra-

tegias de gestión social desarrolladas por 

las empresas mineras ha pasado por dife-

rentes etapas, producto de experiencias 

en el relacionamiento con las poblaciones 

locales, cambios en la normativa nacional 

y la implementación de estándares socia-

les y ambientales más exigentes a nivel 

mundial como los principios voluntarios 

de seguridad y derechos humanos de la 

ICMM y las guías de la OCDE sobre debida 

diligencia.  

Artemio Pérez6, señala que “las relaciones 

comunitarias, son un aspecto de la dimen-

sión externa de la responsabilidad social y 

es el proceso mediante el cual las empre-

sas establecen, mantienen y fortalecen los 

vínculos con las poblaciones del entorno y 

sus autoridades, bajo determinados prin-

cipios que tienen que ver con las prácticas 

sostenibles en los aspectos ambientales, 

sociales y compromiso con el desarrollo 

local. Esta relación está basada en el res-
peto de las costumbres, creencias, reglas 
de convivencia, que expresan la cultura 

local. El respeto a los recursos naturales 

como, fuentes de agua, aire, biodiversi-

dad, deidades, y demás recursos es un 

tema central en esta relación.”

Desde este concepto, el diálogo que per-

mite establecer y mantener estos vínculos 

debería tener como elemento central a las 

prácticas culturales de la población local, 

el respeto y reconocimiento de una cultu-

ra propia que se despliega en la gestión 

de los territorios y sus recursos. Desde ese 

centro se deberían construir las estrate-

gias, los procesos y mecanismos de diálo-

go. Pérez señala tres momentos:

1. El de la minería tradicional, dónde la 

relación era de imposición y sin ninguna 

responsabilidad hacía los territorios, eco-

sistemas y necesidades de la población. 

Las relaciones comunitarias eran una ex-

tensión de gerencias de recursos humanos 

y cumplían un rol de bomberos. 

2. Especialización del área de relaciona-

miento, con conciencia de un nuevo marco 

legal que exigía el diálogo con las comu-

6  Conceptos y herramientas para la gestión estrategica de relaciones  
comunitarias en las industrias extractivas. (Documento de trabajo) mimeo, 2012.

Desde este concepto, el diálogo que 

permite establecer y mantener estos 

vínculos debería tener como elemento 

central a las prácticas culturales de la 

población local, el respeto y recono-

cimiento de una cultura propia que se 

despliega en la gestión de los territo-

rios y sus recursos.
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7  Existen compromisos que son parte del EIA y existen compromisos “voluntarios”. El 18/07/2023 se publica el Formato Uni-
ficado para la Declaración de Cumplimiento de los Compromisos Sociales Voluntarios de las operaciones mineras, de hidro-
carburos y de electricidad. Ahí se detallan los diferentes tipos de acuerdos/compromisos.

nidades, como los procesos de participa-

ción ciudadana, entre otras normas como 

las de fiscalización ambiental. Pero el cen-

tro sigue siendo los intereses del proyecto 

minero.

3. Apuestas por el desarrollo territorial de 

largo plazo donde el proyecto minero no 

es el centro sino la población. Se está tran-

sitando a un modelo predictivo, basado 

en la prospectiva, que tiene que ver con 

la capacidad de descubrir los escenarios 

futuros tomando en consideración los pro-

cesos y tendencias actuales, en función a 

los cuales se construyen los escenarios en 

donde deciden actuar.

Sin embargo, la implementación de estos 

modelos no es homogénea en la industria 

y depende de las políticas corporativas de 

la matriz, y decisiones de los gerentes lo-

cales, lo cual explica las diferencias en las 

estructuras y la inversión en las relaciones 

con las poblaciones locales. 

Los mecanismos de acuerdos entre em-
presas y comunidades: Los compromisos 
previos como expresión del relaciona-
miento.

Desde un plano formal, se mantiene vi-

gente el DS 020-2020-EM (aprueba regla-

mento de procedimientos mineros), que 

establece los compromisos previos como 

requisito para el inicio de actividades mi-

neras. Entre estos compromisos están los 

de promover empleo local e iniciativas de 

desarrollo. Esto debe ser reportado al MI-

NEM a través de un informe anual. Estos 

acuerdos pueden incorporarse en los EIA 

para su seguimiento del cumplimiento7. De 

acuerdo, al estudio de Carlos Casas (2017) 

existen diferentes tipos de acuerdos: 

• Privados 

• Acuerdos obtenidos por Mesas técnicas 

• Acuerdos obtenidos por Mesas de  

desarrollo 

• Acuerdos obtenidos por Mesas de  

diálogo 

• Acuerdos obtenidos por Mesas de  

 trabajo

Los compromisos que surgen de estos 

espacios de acuerdo son diversos, de lo 

sistematizado por Casas tenemos los si-

guientes tipos:  

• Entrega directa de dinero 

• Entrega de dinero mediante un fondo o 

asociación 

• Participación en el accionariado de la 

empresa 

• Proyectos de desarrollo 

• Capacitaciones 

• Puestos de trabajo 

• Programas sociales 

• Inversiones directas
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En muchos de los conflictos mineros, el in-

cumplimiento de estos acuerdos8 es parte 

de las agendas que se demandan o se su-

man a la agenda de reclamos9. Pero al ser 

acuerdos privados el seguimiento de estos 

queda en manos de la capacidad de ges-

tión social de las empresas y más allá de 

lo establecido en términos generales por 

el reglamento de procedimientos mineros, 

no existen más soporte desde lo estatal 

para prevenir que estos compromisos se 

conviertan en posibilidades de tensión y 

conflicto.

8 Al respecto, la Defensoría del Pueblo hace un balance sobre el cumplimiento de compromisos: chrome-extension://efaidnbm-
nnnibpcajpcglclefindmkaj/https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2022/01/INFORME-Defensorial-187-Conflic-
tos-sociales-y-cumplimiento-de-acuerdos.pdf

 9 De los 78 casos analizados en el estudio de Carlos Casas, 28 de ellos presenta como causa el incumplimiento de convenios. 
Las comunidades demandan a la empresa minera beneficios específicos y estos se perciben como derechos adquiridos, en 
donde cualquier incumplimiento representa una violación a estos derechos y la consecuente medida de protesta social. 
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2.3 Modelos conceptuales que promueven mejores 
resultados en el diálogo intercultural

Un primer acercamiento a las brechas del 

diálogo y relacionamiento intercultural pasa 

por diferenciar dos procesos necesarios 

para la resolución de conflictos: i) diálogo 

y ii) negociación. Los procesos de diálogo 

son procesos permanentes y de largo pla-

zo que están orientados a desarrollar una 

“comprensión colectiva” de todas las par-

tes, y que busque identificar agendas de 

largo plazo dónde las potenciales causas de 

tensiones se transforman en oportunidades 

que permitan una adecuada convivencia10. 

La negociación es un proceso directo, con 

objetivos de corto plazo, y es instrumental 

a las partes para lograr salir de un punto de 

tensión. De acuerdo con Carpio “La nego-

ciación es un proceso en el que la satisfac-

ción de intereses es distribuida, pero que 

necesariamente conlleva a que los grupos 

tengan que ver ciertos de sus intereses in-

satisfechos” (Laden 2007, como se cita en 

Carpio,2018). El diálogo está orientado a 

cambiar las estructuras sociales y por ello 

trasciende y amplía a los procesos de nego-

ciación. El diálogo busca entender las cau-

sas más profundas de los conflictos, es algo 

que diferencia en gran medida a este me-

canismo para la resolución de conflictos en 

comparación con la negociación.

El diálogo se construye desde las subjeti-

vidades de los actores que participan y re-

quiere de valores y metodologías que van 

a producir aprendizajes en ellos. Es el en-

cuentro entre “otros”, que puede generar 

desencuentros si es que no hay un recono-

cimiento desde dónde se está mirando al 

otro y la disposición para desprenderse de 

“lo preconcebido” para tener la apertura 

para desaprender y aprender.

“Es importante que ambas partes reco-

nozcan que los intereses del otro son inte-

reses legítimos y que, muy a menudo, es-

tán íntimamente ligados a su bienestar. En 

ese sentido, la idea no es simplemente ne-

gociar, sino dar cabida a espacios de reco-

nocimiento a cada uno de los actores, con 

espacios en los que puedan expresar sus 

Ponderación del diálogo antes que la  
negociación

10 Existen otros enfoques, en donde los conflictos no se resuelven sino buscan ser transformados en 4 niveles: lo personal, lo 
relacional, lo estructural y lo cultural. La SGDS y Defensoría del Pueblo han venido integrando esos conceptos para su abor-
daje institucional.

El diálogo se construye desde las sub-

jetividades de los actores que partici-

pan y requiere de valores y metodolo-

gías que van a producir aprendizajes 

en ellos.

El diálogo es un mecanismo especialmen-

te empleado para el relacionamiento inter-

cultural, dado que existen visiones y valo-

raciones de los actores que participan en 

el proceso. 
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dos mentales que esta persona tendría en 

esa situación” (Carpio, R.,2018, p.37). Para 

que la empatía funcione se señala que esta 

debe ir acompañada por la “simpatía” por 

el otro, para actuar en beneficio del bien-

estar del otro: muchas veces el diálogo no 

funciona porque no hay un deseo, una ra-

zón para interesarme en lo que el “otro” 

necesita. 

En conclusión, la diferencia de un proceso 

de diálogo con un proceso de negociación 

es que en “los procesos de diálogo existen 

espacios donde los actores intercambian, 

no solo razones, sino también experien-

cias, subjetividades, emociones, etc. Los 

procesos de diálogo tienen un mayor fac-

tor de conversión que las negociaciones 

para generar razones altruistas capaces 

de motivar a los actores para actuar en 

beneficio del bienestar del otro, aun cuan-

do esto pueda significar sacrificar algunos 

intereses” (Carpio, R.,2018, p.41)

La capacidad de empatía es una condi-

ción necesaria para que el diálogo funcio-

ne, pero no es una condición suficiente. Es 

una condición necesaria porque, como vi-

mos, un proceso de diálogo requiere que 

los actores actúen de manera altruista, 

mientras que, en una negociación, ambos 

actores buscan defender sus intereses.

11 El enfoque de capacidades ha sido propuesto desde las teorías del desarrollo, dónde no debe ser visto en términos mera-
mente económicos, sino en términos de lo que la gente puede ser o hacer en su sociedad. Trasciende el derecho a la igualdad 
ante la ley, sino el acceso a oportunidades para que las personas lleven una vida digna y acorde a sus deseos. Amartya Sen 
fue uno de sus principales teóricos y señala que las sociedades no pueden establecer capacidades mínimas como techos, sino 
que producto de sus procesos de deliberación públicas establecen esos consensos.

emociones y sentimientos, así como tam-

bién sus problemas y demandas en rela-

ción a la situación” (Carpio, R.,2018, pp.19)

El diálogo transformativo se resume en-

tonces en estas tres estas características 

fundamentales: 1) tiene objetivos claros 

que buscan mejorar la situación y relación 

entre los actores, 2) se da un reconoci-

miento mutuo de los intereses legítimos 

de cada parte y 3) se da en condiciones 

de igualdad. 

Sin embargo, Carpio (2018) propone que 

todas estas características no son suficien-

tes para lograr un dialogo efectivo. Por 

ello, desde el enfoque de capacidades11 

propone dos condiciones y características 

esenciales: el dialogo como participación 

ciudadana y la empatía. 

Coplan (2011) sostiene que la empatía tie-

ne tres propiedades esenciales: a. Concor-

dancia afectiva; b. Una toma de perspecti-

va orientada en otro; c. Una diferenciación 

entre uno mismo y el otro;

“Habiendo revisado, entonces, las tres 

propiedades de la empatía, podemos de-

cir que una persona tiene la capacidad de 

empatizar con otro cuando puede simular 

la situación de otro, desde una perspecti-

va orientada en el otro, y obtener los esta-
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asimetría en la participación de distintos 

grupos sociales en los espacios de toma 

de decisiones. En este escenario el empo-

deramiento es el camino necesario para 

La capacidad de empatía es una con-

dición necesaria para que el diálogo 

funcione, pero no es una condición 

suficiente. Es una condición necesa-

ria porque, como vimos, un proceso 

de diálogo requiere que los actores 

actúen de manera altruista, mientras 

que, en una negociación, ambos acto-

res buscan defender sus intereses.

que los grupos tradicionalmente excluidos 

puedan transformar las relaciones de po-

der asimétricas (Iturralde, 2005 en Crespo 

et al., 2007) y acceder a una participación 

inclusiva y segura.

La capacidad de empatía requiere que la 

persona simule ser el otro en sus circuns-

tancias. Esto implica, justamente, que se 

imagine ser el otro, con un sistema de 

creencias y valores distintos a los nues-

tros. Pero el primer paso es conocer tal 

sistema de creencias y valores y esto se 

da por medio de la interpretación. Es ne-

cesario que el proceso de diálogo incor-

pore situaciones en las cuales los actores 

puedan interpretarse mutuamente: cono-

cer sus creencias, sus sistemas de valora-

ción, sus costumbres, emociones, etc. Por 

el contrario, “es posible que este se vuel-

va más una negociación, en lugar de un 

diálogo verdadero, en el cual los agentes 

comprendan el porqué de las tensiones y 

puedan trabajar juntos por una solución” 

(Carpio, R.,2018, p.44) 

Pérez (2020) señala que el diálogo no lo-

gra resolver el conflicto generando una 

transformación de sus causas subyacen-

tes mientras se mantenga una situación de 
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Las metodologías participativas son he-

rramientas que pueden ayudar a descifrar 

las razones por la cuales los grupos con 

los que se va a interactuar toman deci-

siones que parecen no correctas o espe-

radas. Estas metodologías se basan en la 

participación activa de los habitantes lo-

cales y procuran el desarrollo centrado en 

la población (CHAMBERS et al., 1994, ci-

tado en Hernádez, 2013) y se componen 

de actividades como dinámicas de grupo, 

sociodramas, dibujos, mapas y cualquier 

otro medio que genere la participación, el 

análisis, la reflexión y de los participantes” 

(Hernández et al.,2013)

Según Chambers (1998) existen 5 desafíos 

metodológicos como puntos de apalanca-

miento para empoderar a los pobladores 

en los territorios dónde vamos a trabajar:  

• Habilitar las realidades y prioridades de 

los pobres y marginados para ser expre-

sadas y comunicadas a los responsables 

políticos. 

• Capacitar a los capacitadores para facili-

tar el cambio de actitud y comportamien-

to 

• Hacer que las burocracias normales sean 

más participativas

• Construir la superación personal en la di-

fusión de la participación metodologías

• Capacitar a las personas con poder para 

encontrar satisfacción en el desempode-

ramiento de ellos mismo” (Chambers,1998, 

p.106)

Entre las metodologías más utilizadas es-

tán: Para (Participatory rural appraisal), 

PALM (evaluación participativa métodos 

de aprendizaje), MARP (Método de aná-

lisis rápida y planificación participativa), 

DKP (Diagnóstico rural participativo), Mo-

delo de relacionamiento de ICMM y Reflect 

(Alfabetización Freiriana Regenerada téc-

nicas comunitarias de empoderamiento).

 
Matrices culturales en el territorio como 
condición para el diálogo intercultural

Los proyectos mineros se desarrollan y 

elaboran un escenario propio de espacio 

público-político en los territorios donde 

van a actuar y su presencia recrea actores 

sociales (individuales y colectivos) des-

de sus identidades culturales y desde la 

historicidad de sus territorios. En ese re-

lacionamiento, los actores en los territo-

rios remotos están mayoritariamente en 

una situación de subordinación socioe-

conómica y cultural. Hay una experiencia 

e historia de subalternidad asociada a la 

discriminación y desigualdad, que mar-

ca una expectativa del “otro” que viene a 

ofrecerles una convivencia armoniosa. En 

ese proceso, el lenguaje que se utiliza en 

los diferentes espacios y mensajes no solo 

Metodologías de relacionamiento  
con las comunidades
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tienen un uso gramatical sino va a generar 

significados nuevos basados en las expe-

riencias pasadas. 

En el recorrido teórico toma especial rele-

vancia el debate sobre ciudadanía e inter-

culturalidad. Hay nuevas ciudadanías que 

reclaman el reconocimiento de la identi-

dad cultural en los escenarios de lo públi-

co, desde lo local a lo nacional y global. 

nes que propician las prácticas culturales 

de los actores sociales. El territorio implica 

conocer sus usos en la vida cotidiana, los 

procesos de trasformación de las relacio-

nes de poder en una sociedad, las tomas 

de decisión que la transforman y la rede-

finen.

El territorio local como señala Ardila 

(2006) produce significados en la mente 

de los sujetos, los identifica con un paisaje, 

con una historia y una memoria común. La 

construcción de la definición de territorio 

es colectiva, se basa en la experiencia de 

cada comunidad particular y en las formas 

variadas de organización de su relación 

con la naturaleza. El territorio es espacio 

construido por el tiempo. El territorio no 

alude sólo a la ubicación espacial sino es 

nuestro referente de ubicación social, a 

partir del cual establecemos las relaciones 

con los otros. 

La irrupción de un actor nuevo en ese te-

rritorio quiebra toda esa configuración y 

establece nuevos patrones de diálogo y 

conflictividad. Pero de lo analizado, casi 

siempre el territorio es comprendido solo 

desde su materialidad y desde fines prác-

ticos: compra de tierras, usufructos, da-

ños ambientales, recursos y actividades 

productivas. Poco se valora la dimensión 

de ubicación social, memoria e historia 

de este ¿cómo se valora e incorpora en el 

Hay nuevas ciudadanías que reclaman 

el reconocimiento de la identidad cul-

tural en los escenarios de lo público, 

desde lo local a lo nacional y global.

La interculturalidad, surge en gran medida 

en sociedades como las latinoamericanas, 

en las cuales resulta problemático el abor-

daje desde marcos de multiculturalidad y 

pluriculturalidad. Transversalizar el enfo-

que intercultural supone, en primera ins-

tancia, incorporar a los distintos planos de 

la vida en comunidad una forma de enten-

der las relaciones entre culturas, que im-

plica la posibilidad de su permanencia, así 

como la de sus miembros, en condiciones 

de igualdad política. 

Taylor (1997) señalaba que la identidad es 

“lo que define a cada individuo, lo que da 

valor y sentido a su vida” y de lo revisado 

esto lleva a mirar el contexto del territorio 

para comprender los conflictos y tensio-
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análisis por ejemplo el orgullo de la pobla-

ción local sobre lo que son, donde otros 

sólo ven pobreza o carencia de recursos? 

De acuerdo a las palabras de Pepe Távara 

(entrevista) en su experiencia de facilita-

dor de aproximadamente 40 procesos de 

consulta previa en el Ministerio de Cultura, 

el diálogo intercultural es cuando se reco-

noce que al frente hay un actor que tiene 

una forma diferente de comprender y sig-

nificar el mundo, pero que comparte tam-

bién valores comunes y es desde lo común 

que se inicia la posibilidad de reconocer 

que lo que puede afectar a las poblacio-

nes también pueden ser imaginadas como 

propias por los otros. 

El diálogo intercultural es reconocer que 

más allá de las buenas voluntades hay 

códigos diversos e intereses diferentes 

en relación con el mismo recurso o bien, 

hay formas diversas de comprender la 

información que se proporciona si no se 

contextualiza o se comprende. Por ejem-

plo, que en una lengua hay palabras que 

no tiene traducción porque nunca se tuvo 

necesidad de darle un significante a algo 

que es completamente nuevo, como todo 

el catálogo de términos técnicos ambien-

tales, de operaciones, de salvaguardas, 

entre otros. 

El reconocimiento de actores provenien-

tes de matrices culturales diferentes, pero 

no solo por lo étnico, sino por la experien-

cia de subordinación vivida entre unos y 

otros, que puede marcar la expectativa de 

lo que se espera de las empresas mine-

ras para romper los circuitos de pobreza 

que han estado asociados a estigmatiza-

ción social y exclusión. La oferta de lo que 

traen las empresas mineras, es el vehículo 

que puede ser la única oportunidad para 

la movilidad social y que las siguientes ge-

neraciones puedan “ser mejores” de sus 

padres y abuelos, aunque esto implique el 

desarraigo en las grandes ciudades. Hay 

procesos por tanto muy subjetivos aso-

ciados a identidades locales marcadas 

por la estigmatización de lo urbano/rural, 

de progreso/atraso, donde quepa pocas 

oportunidades para la construcción que 

se inicie desde el respeto y dignidad de 

las poblaciones locales. 

Las presiones sobre las empresas son al-

tas debido a esas expectativas de futuro 

puestas en lo que las comunidades ima-

ginan recibirán, pero se agota en relacio-

nes transaccionales limitadas por el recibir 

algo. Ese tipo de relaciones no permitirá 

construir una relación de largo plazo, que 

fortalezca espacios de diálogo intercultu-

rales, pero sobre todo democráticos que 
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fortalezcan la capacidad de representa-

ción de los actores sociales de todos los 

intereses de los más vulnerables dentro 

del mismo grupo. 

Comprender la racionalidad de los actores 

entonces implica siguiendo el símil pro-

puesto por Abhijit V. Banerjee y Esther Du-

flo, hay que comprender las vidas econó-

micas y sociales de los pobres y reconocer 

por ejemplo que, para los pobres, sacar el 

máximo provecho de su capacidad y ase-

gurar el futuro de su familia exige mucho 

más habilidades, voluntad y compromiso 

que a otros. Las barreras que enfrentan 

son cosas en las que nosotros casi ni pen-

samos, pero son espadas que se ciernen 

sobre sus cabezas. La vivencia de la po-

breza marca la forma de comprender la 

vida y tomar decisiones basadas producto 

de esas vivencias. Así la búsqueda de sa-

tisfacciones y experiencias placenteras se 

priorizará sobre otras necesidades, se vive 

con tanta carencia que cuando se puede 

acceder al disfrute lo hacen.
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2.4 Desafíos y oportunidades 
para un diálogo intercultural

Una ventaja relevante de los proyectos mi-

neros a cargo de empresas trasnacionales 

es su apego a los mandatos y tendencias 

internacionales ligadas a los principios rec-

tores de derechos humanos, a adecuarse a 

los procedimientos de la debida diligencia 

y un aprendizaje permanente para mejorar 

su relación con las comunidades. Esto ha 

permitido que las áreas de relaciones co-

munitarias de algunas empresas de gran 

minería en el Perú, se vayan fortaleciendo 

y ampliando en sus funciones, han pasado 

de ser bomberos a promotores de diálogo 

de largo plazo. 

Una data importante son los reportes de 

sostenibilidad elaborados anualmente y 

la promoción de iniciativas por entidades 

como la Sociedad Nacional de Minería Pe-

tróleo y Energía para la inversión soste-

nible, que nos dan cuenta de las dimen-

siones de atención de estas en los últimos 

años. 

Entre las referencias internacionales que 

se usan para garantizar estándares tene-

mos los siguientes pactos:

• Pacto Mundial de las Naciones Unidas 

• Principios Guías sobre las Empresas y 

los Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas 

• Principios Voluntarios de Seguridad y 

Derechos Humanos 

• Declaración Universal de Derechos Hu-

manos

• Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos 

• Pacto Internacional de Derechos Econó-

micos, Sociales y Culturales 

• Convenios fundamentales de la Organi-

zación Internacional del Trabajo
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La cuestión de fondo que debe ser revisa-

da como fundamento de todos los instru-

mentos es que el diálogo debe contribuir 

a reconocer, valorar y reconciliarse con la 

memoria de vivencia de discriminación. 

Como señalaba la gerente social de la em-

presa minera Nexa, “existe, esa sensación, 

necesidad de ser reconocido, ser valorado, 

limpiar la estigmatización del serrano, 

campesino como ignorante, bruto, terco”.

Las poblaciones rurales andinas han sido 

tratadas históricamente como “serranas” 

y esto conlleva a significados degradan-

tes. Esta relación no está marcada por los 

rasgos étnicos sino por la ubicación en 

un territorio, un origen. Muchas veces se 

considera que proceder de familias rurales 

permitirá una mayor empatía y compren-

sión, pero como varios estudios lo señalan, 

el precio de la movilidad social ha signifi-

cado rupturas con el pasado y el recha-

zo de las viejas tradiciones, no querer ser 

identificados como uno más de la comu-

nidad. Esta visión debe ser abordada más 

allá del mandato normativo y ético, como 

una reflexión con todos los actores que se 

relacionan con las poblaciones incluidos 

los equipos de otras gerencias de la mis-

ma corporación. 

Un concepto clave es la diferencia entre 

multiculturalidad e interculturalidad, la 

multiculturalidad que proviene de la tradi-

ción de los países del norte, tiene como 

premisa la separación de bloques defini-

dos entre grupos, es fácilmente recono-

cible, el “nosotros y los otros”, para rea-

lidades como las latinoamericanas no hay 

fronteras nítidas y las relaciones de poder 

están basadas en la simbiosis de unos con 

otros, pero dónde esas relaciones son des-

iguales y se generan interrelaciones per-

versas entre los actores. En el Perú12 el pro-

ceso de aculturación como estrategia para 

sobrevivir el peso de la discriminación y 

desigualdad para acceder a las mismas 

oportunidades ha implicado pérdida de 

confianza, de lazos, de desprecio a los que 

se quedan fuera de la muralla. Los manda-

tos de las empresas mineras como las que 

hemos revisado son coherentes con una 

mirada multicultural, pero no intercultural 

a pesar de que sus implementadores se-

guramente son producto de este proceso 

de aculturación y mestizaje forzado.  

En síntesis, los conflictos pueden com-

prenderse como resultado de la confluen-

cia de un conjunto de factores culturales, 

que pueden ser atendidos mediante ins-

trumentos de relacionamiento y construc-

ción de confianza y objetivos comparti-

dos, que se resumen en la tabla que sigue: 

12 Carlos Iván Degregori, Gonzalo Portocarrero y Nelson Manrique han abordado desde las ciencias sociales  
estos fenómenos.
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Las decisiones de las comunidades y sus 

dirigentes muchas veces son sólo analiza-

das desde un modelo de elección racional, 

donde la diversidad cultural no cuenta, o 

es sólo una performance usada en el jue-

go del poder (Degregori, 2013). Ya desde 

varios autores se ha destacado el papel 

de la cultura como motor del desarrollo y 

la prosperidad, si es que esta genera con-

fianza entre los miembros de la comuni-

dad. 

Pero tomar a la cultura como un activo y 

no como un problema no excluye la mo-

dernización que aspiran las comunidades, 

pero no puede promoverse desarrollo sa-

crificando las identidades culturales, sino 

es el desarrollo producto de lo que la cul-

tura propia puede hacer. La red ciudad- 

campo permanecen vivas y los flujos se 

vuelven más activos cuando se presentan 

oportunidades para darle capital al sueño 

del progreso y la prosperidad. 

La identidad cultural aparece entonces 

como requisito previo de los derechos, 

ya que sin ella no se podrían ejercer otros 

derechos. Las identidades étnicas locales 

combinadas con las identidades regiona-

les dialogan con las aspiraciones de la po-

blación de ascenso social, son posibles de 

preservar las identidades con el sueño de 

un mejor futuro. 
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Las comunidades con las que se dan estos 

encuentros no son pasivas y no son po-

bres porque que así lo quisieron, existe una 

desigual distribución de poder que cam-

bia radicalmente cuando deben brindar 

la “licencia social” para el funcionamiento 

de los proyectos e inicio de actividades. 

Esta oportunidad es también tomada con 

oportunidad y posibilidad para obtener 

ventajas que siempre les fueron negadas. 

Planteamos entonces desde estas ideas, 

proponer un análisis de los hallazgos de 

la revisión bibliográfica y las experiencias 

analizadas en campo, para identificar los 

vacíos que consideramos deben abordar-

se, para ello proponemos en la sección fi-

nal de este documento, una serie de re-

comendaciones y acciones que pueden 

ser implementadas. Consideramos que 

estas pueden contribuir a revisar o me-

jorar prácticas en el relacionamiento in-

tercultural del día a día entre empresas y 

comunidad, entre estado y comunidades. 

Las recomendaciones las estructurare-

mos desde los actores: empresas mineras, 

Estado y Comunidades. Por cada una de 

ellas plantearemos abordaje de sus enfo-

ques, metodologías y herramientas.
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2.5 Algunos casos de buenas prácticas  
analizados por esta investigación 

Como hemos mencionado en una sección 

anterior (3.2) la gestión social y las rela-

ciones comunitarias de las empresas mi-

neras con las comunidades de su área de 

influencia directa e indirecta ha pasado 

por diferentes etapas. Esto implica cam-

bios en las políticas, herramientas, meto-

dologías, perfiles de equipos y abordajes 

más multidisciplinarios. Desde la opinión 

de los y las responsables de dirigir la ges-

tión social de sus empresas, lo avanzando 

no ha sido suficiente. Si bien hay expe-

riencias positivas en algunas empresas de 

gran minería, hoy la responsabilidad social 

empresarial ha girado hacía el desarrollo 

de los territorios donde la empresa y el 

proyecto no son el centro. 

Por ejemplo, en palabras de Artemio Pé-

rez, Vicepresidente de Antapaccay (en-

trevista) hay 3 tipos de diálogo entre em-

presa y comunidad y es necesario atender 

a sus diferencias para que sean cada vez 

más efectivos. A saber (i) Diálogo utilitario 

(ii) Diálogo transaccional y; (iii) Diálogo 

transformativo

Por su parte, Juan Carlos De Piérola señala 

que existiría un lenguaje “confuso” que se 

lleva a las comunidades, limitando el diá-

logo en espacios dónde experiencias pre-

vias marcan desconfianza entre actores. 

Destaca además la ausencia de una lectu-

ra del cambio permanente de visiones e 

interés de las poblaciones. Esto lleva a que 

las expectativas son muy altas y la oferta 

muy básica, en muchos casos el equilibrio 

entre minimizar daños y maximizar valor 

es difícil de negociar para los equipos. 

Esta visión de lo que se espera y la racio-

nalidad de costos de la oportunidad de ser 

y tener, cambia con la transición genera-

cional y en las diferentes etapas del pro-

yecto. Eso también implica debe ajustarse 

en los equipos operacionales y transversa-

lizar los enfoques y mandatos en todas las 

áreas que tienen principalmente contacto 

con las comunidades en sus diferentes ro-

les y espacios. 

Eleonora León, directora ejecutiva en 

Asociación Unacem, hace referencia a la 

perspectiva de la variable “vulnerabilidad” 

en las comunidades y siendo estas las si-

guientes: i) culturales, ii) idiomáticas y 

de iii) inclusión financiera, estas implican 

que los canales de comunicación deben 

ser sensibles, adaptados y/o diferentes a 

los usados por las empresas para trabajar 

mensaje con sus stakeholders externos. 

Señala además que no hay mecanismos 

adecuados, ni un lenguaje adecuado para 

trabajar con el cliente interno de las mis-

mas empresas, y que los espacios forma-

les de diálogo o promovidos por el Estado 

concentran la información en represen-

tantes que podrían politizar y controlar la 

mediación porque controlan a su vez los 
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vínculos y la información. Hay que poten-

ciar, según Leon, la capacidad de las co-

munidades de recibir, procesar y devolver 

información que le es relevante para sus 

intereses. Finalmente refiriéndose a la pre-

vención, según León implica trabajar los 

acuerdos marcos desde un proceso de 

planificación del desarrollo territorial dón-

de no se compita con los fondos públicos 

y se dupliquen esfuerzos. En medio del 

conflicto se pueden tomar acuerdos para 

la entrega de recursos que terminan per-

diéndose porque no hay como ejecutarlos 

y se pierde la calidad de la ejecución. 

Desde lo estatal mecanismos como la 

EITI13 pero con contenido más local pue-

den ayudar a que comunidades tengan 

información para que fiscalicen no sólo a 

las empresas, sino a las entidades como 

los gobiernos locales. El diálogo tiene que 

tener un proceso fluido de información 

adecuada y oportuna. Pero se requiere in-

vertir en ese sistema social para hacerlo 

sostenible. Eso implica que si es necesario 

recorrer todas las comunidades eso debe 

hacerse, compartir visión del desarrollo y 

respetar los espacios de asambleas con 

sus prácticas de orden. 

Darío Zegarra, Country Manager de la em-

presa Newmont en materia de diálogo y 

negociación señala que el abordaje de 

la cultura como activo debe ser revisado 

13  Iniciativa para la transparencia de las industrias extractivas
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la carretera se acaba.” Zegarra señala que 

hay muchos esfuerzos para que comuni-

dades puedan hacer vigilancia ciudadana, 

pero no se han desarrollado capacidades 

para la cogestión, entonces todo se vuelve 

rápidamente confrontacional. 

Aparece entonces la idea del recono-

cimiento de que hay elementos de una 

identidad colectiva, conexiones e interde-

pendencias entre las personas de la co-

munidad, identificando las historias y tra-

yectorias y constituyen una memoria que 

encierra valores y pueden servir de mo-

tores de un diálogo que empodere a las 

poblaciones locales e impulse al cambio 

basado en sus capacidades y recursos. 

como parte de identidades cambiantes y 

adecuadas a la realidad y no sólo los idea-

les. Las culturas están vivas, pero son el 

soporte de la aspiración de progreso y 

eso debe ser verse en su potencialidad de 

convertirlas en una fuerza colectiva insti-

tucionalizada y que recupere el tejido ne-

cesario para fortalecimiento de la institu-

cionalidad local. Esto pasa por pasar de 

lado la lógica individual que ya existe en 

la capacidad de resiliencia y emprendedu-

rismo, pero falta trasladarlo a un propósito 

colectivo. “El diálogo tiene que tener un 
propósito y la mayoría de nuestros diá-
logos renuncia tan pronto se acaba el in-
cendio, tan pronto se acaba la toma de 
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Experiencias de relacionamiento – Empresas mineras en el territorio

2.5.1. Antamina 
El proyecto Antamina está ubicado en el distrito de San Marcos, provincia de Huari en la Región 

Ancash, a 200 kilómetros de la ciudad de Huaraz y a una altitud promedio de 4,300 msnm. Su 

área de intervención llega hasta el puerto de embarque Punta Lobitos, ubicado en la provincia 

costera de Huarmey, y produce concentrados de cobre y zinc, debido a su volumen de produc-

ción es una de las diez minas más grandes del mundo.

Empresas como Antamina han iniciado el uso de herramientas de disciplinas de la antropología 

como la etnografía o inventarios de patrimonio cultural material e inmaterial, así como el uso de 

guías elaboradas por el Estado y que implementan con criterios más amplios y en favor de las 

comunidades indígenas. 

En ese contexto, según entrevistas de campo realizadas para este documento, Antamina ha ela-

borado su propuesta de política para pueblos indígenas y está próxima a implementarla, esto es 

más de lo que sus estándares le exigen y la normativa nacional.

Antamina ha sido un proyecto de especial interés para el sector. Por ejemplo, el modelo del 

diálogo multiactor e involucramiento con sus comunidades ha sido tomado por otras experien-

cias y este se sintetiza en que la empresa no es el protagonista del cambio de los procesos de 

desarrollo, sino un actor más dentro de estas redes de actores. 

Una apuesta iniciada por Antamina que la posiciona como un modelo de interés frente a otras 

empresas es la de promover un conocimiento profundo y multidisciplinario de los contextos 

y fenómenos por los que atraviesan las poblaciones locales. Así, se ha apostado por estudios 

etnográficos en sus áreas de influencia directa y zonas de migración de la población. Un fe-

nómeno que se ha intensificado es la migración de las zonas rurales a las urbes más cercanas. 

Este fenómeno permite comprender y hacer la trazabilidad de las rutas, motivaciones y redes 

de estos grupos de población para poder plantear escenarios de cambios en el territorio y su 

influencia en la relación con el proyecto. 

 

2.5.2 Antapaccay 
El proyecto minero Antapaccay de la empresa Glencore, continua la explotación de concentra-

do de cobre, luego del cierre de la empresa Tintaya, teniendo una historia de aproximadamente 

50 años en el territorio de Espinar en la región Cusco. En el 2020, este proyecto registró un 

conflicto social intenso relacionado a la demanda de bonos en medio de la pandemia del CO-

VID-19, la demanda de las comunidades implicaba usar el fondo asignado por la empresa para 

el desarrollo local. Finalmente, el conflicto se resolvió entregando un fondo excepcional a las 

comunidades.
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Según las entrevistas de campo, actualmente, el abordaje parte de reconocer que se debe re-

conocer la historia de los territorios como primer paso. Así, se identifica que la reforma agraria 

convulsionó la zona y generó convivencia forzada entre los herederos de hacendados y los 

comuneros. Esto llevó a la ruptura de los clanes familiares quiénes asumen liderazgos como 

familias y no como colectivos. El diálogo en los territorios se hace desde la micropolítica, que 

implica conocer la trayectoria histórica de los actores, las lógicas individuales de quiénes ejer-

cen liderazgo y de otro lado, la lógica colectiva que tiene como lazos que los unen el idioma, la 

simbología, costumbres y gestión del territorio y los tiempos. 

2.5.3 Bear Creek Mining - Proyecto Corani 
La experiencia de Bear Creek quedo marcada por el cierre del proyecto Santa Ana entre el 2006 

y el  2011. La región Puno se vio sacudida por el conflicto liderado por la autoridad política Wal-

ter Aduvirí (líder indígena de las protestas y gobernador regional de Puno del año 2019). 

El proyecto minero Corani se encuentra en el distrito del mismo nombre en la provincia de Ca-

rabaya a 4,500 msnm, inició la exploración en el 2005 y está aún en fase de construcción de sus 

campamentos. Corani posee uno de los más grandes depósitos de plata, cobre y zinc en el sur 

del Perú. En el 2012, hizo una línea de base a cargo de los jóvenes de las comunidades cercanas 

en las comunidades de Quelcaya y Chaconiza.  Esta línea de base se basó en los indicadores de 

desarrollo del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). 

La visión de la empresa es que las comunidades -desde sus propias elecciones e identidades 

asociadas a sus actividades productivas- generen capacidades para mejorar sus ingresos y nivel 

de vida de manera autónoma del proyecto. Ejemplo de ello es el Centro de Innovación Tecno-

lógica Corani14, que inicio el proceso de formación de los jóvenes de las comunidades aledañas 

al proyecto a través del manejo de ciencias, desarrollo de competencias en tecnologías y el uso 

de las posibilidades de recursos naturales para poder responder a los problemas locales como 

la anemia, el agua segura, entre otros (Milano, 2018)

Así, uno de los principales cambios es el relacionamiento entre empresa y comunidades como 

una apuesta para que los jóvenes crean en su capacidad, Pero el cambio más importante en el 

relacionamiento entre empresa y comunidades es la apuesta por que los jóvenes no solo de 

aprender capacidades técnicas, sino la de desarrollar innovadores y gestores de tecnología y 

conocimiento científico para solucionar problemas. 

14 Corani: Innovación para el desarrollo,cambiando vidas. 
 https://www.expreso.com.pe/variedades/corani-innovacion-para-el-desarrollo-cambiando-vidas/
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2.5.4 Monitoreo ambiental participativo en Orcopampa (2007 – 2017)
Un hecho importante en el relacionamiento entre empresas y comunidades es la creación del 

comité de monitoreo ambiental por parte de la Compañía de Minas Buenaventura en la región 

de Arequipa. Entre los actores principales tenemos a la Compañía de Minas Buenaventura, la 

Autoridad Nacional de Agua, el Ministerio de Energías y Minas, el Gobierno Regional de Are-

quipa, las municipalidades de Orcopampa y Chilcaymarca, la ONG Asociación Civil Labor y las 

comunidades aledañas. 

Mediante este monitoreo, se pudo generar acciones participativas y regulares de la calidad del 

agua. Además, permitió que la comunicación entre la empresa y los líderes comunitarios se 

vuelva más periódica y se pudo mitigar conflictos, fomentando respeto entre los actores (Mila-

no, 2018). En relación al impacto, la buena práctica de este monitoreo ha mejorado la comunica-

ción y ha generado confianza entre las partes. Asimismo, se ha difundido información verídica 

sobre la calidad del agua, avalada por la Autoridad Local del Agua. Cabe destacar que, existe 

una alta participación de las mujeres y que, además, asumen liderazgos proactivos.
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En términos generales, las empresas re-

conocen la relevancia de las identidades 

locales asociadas a una historia propia, a 

prácticas culturales y sociales, ontologías, 

ritualidad y sentimientos colectivos. Estos 

elementos son constitutivos del territorio. 

Esto implica que la identidad cultural debe 

ser entendida con relación a la idea del fu-

turo. Los procesos en los espacios locales 

están en permanente movimiento y son la 

piedra angular de la visión de desarrollo 

de estas poblaciones. El pasado está ar-

ticulado con la prospección de futuro de 

las nuevas generaciones. En ese sentido, 

la cultura reproduce el futuro deseado.  La 

cultura genera identidad, resiliencia, valo-

res, desde ella es donde se puede cons-

truir relaciones más equilibradas entre los 

actores en territorio. Se destaca avanzar 

en iniciativas de desarrollo tecnológicos 

desde los conocimientos tradicionales lo-

cales y el uso ancestral de los recursos na-

turales (nueva tecnología + conocimientos 

tradicionales + innovación). 

Finalmente, a pesar de los notables avan-

ces, instrumentos a disposición de los ac-

tores sectoriales parecen limitados para 

comprender los elementos resaltado los 

dos puntos anteriores, pero podrían bene-

ficiarse de implementación de metodolo-

gías más sensibles a factores intercultura-

les.
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3. 
CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES
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Las identidades locales juegan un rol cen-

tral en las dinámicas de relacionamiento 

territorial. Resultan de una historia local 

propia, prácticas culturales y sociales, cos-

movisión, elementos de una espiritualidad, 

sentimientos colectivos que comparten 

ciertas tradiciones y formas de compartir, 

entre otros factores. Y se encuentran en 

permanente transformación. 

Los instrumentos formales que regulan el 

relacionamiento social en torno a proyec-

tos mineros, como las líneas de base social 

elaboradas en los instrumentos de gestión 

ambiental o estudios ad hoc, son limitados 

en su capacidad de transmitir adecuada-

mente información y conocimiento sobre 

los territorios y las poblaciones. Al mismo 

tiempo, estos aspectos han sido histórica-

mente marginados en la elaboración de 

instrumentos estratégicos y en procesos 

de tomas de decisiones, como el diseño 

de planes de desarrollo local o mesas de 

diálogo entre empresas y comunidad, y en 

procesos formales de consulta previa.

Empero ello, se vislumbran avances posi-

tivos y aprendizajes que dan lugar al opti-

mismo, en los procesos de relacionamien-

to de las empresas de gran minería y los 

territorios en el Perú. Algunas empresas 

han adoptado herramientas de la antro-



57

pología como la etnografía o inventarios 

de patrimonio cultural material e inmate-

rial para conocer con mayor profundidad 

dinámicas territoriales - como las razones 

del fenómeno de movilidad de los más jó-

venes a las ciudades - delineando planes 

más sensibles al desarrollo y expectativas 

de las comunidades. El Estado por su par-

te ha desarrollado también herramientas 

útiles como guías de relacionamiento que 

promueven criterios más amplios y en fa-

vor de la comunidad.  

Este recorrido refleja la progresiva acep-

tación de la noción de que la identidad 

cultural es un pilar de “las construcciones 

de futuro”. Las expectativas se constru-

yen sobre la experiencia de poblaciones 

individuales y colectivas, y en ausencia de 

una adecuada contextualización y conoci-

miento profundo de las mismas, es difícil 

que se lleven adelante proyectos e iniciati-

vas respetuosas y dialogantes con los te-

rritorios y sus gentes.
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3. Recomendaciones para mejorar metodologías y  
herramientas de las empresas mineras

A la luz de los hallazgos de este documen-

to, uno de los pilares fundamentales para 

mejorar las relaciones en los entornos de 

inversión minera pasaría por fortalecer 

desarrollar o fortalecer las competencias 

interculturales. Estas son definidas como 

los conocimientos, habilidades y actitudes 

que permiten diagnosticar los aspectos 

personales y las demandas generadas por 

la diversidad cultural, negociar, comuni-

carse y trabajar en equipos interculturales 

y hacer frente a las tensiones que surgen 

en los territorios mediante el autoaprendi-

zaje intercultural y la resolución de proble-

mas que consideren las otras culturas.

Ser competente interculturalmente impli-

ca ser capaz de: (i) Identificar los propios 

estilos comunicativos (ii) Reconocer los 

estilos comunicativos de nuestros inter-

locutores y (iii) Ser capaz de adecuar el 

contenido, código e incluso canal comuni-

cativo para adecuar dichos estilos y lograr 

sintonía entre ambos.

Se recomienda entonces que las relacio-

nistas comunitarias o quiénes desarrollan 

contacto directo con las poblaciones y co-

munidades sean entrenados en mediación 

intercultural y en habilidades principal-

mente blandas, como la de reconocimien-

to y empatía. La empatía requiere habili-

dades para interpretar al otro, pero sólo es 

posible si se imagina al otro, se conoce su 

sistema de creencias y valores. Para lograr 

un diálogo verdadero se necesita que los 

actores comprendan el porqué de las ten-

siones y puedan trabajar juntos por una 

solución. 

Se define al mediador cultural como la 

persona que facilita la comunicación, el 

entendimiento y la acción entre personas 

o grupos que poseen una lengua y cultural 

diferente y que deben ser por lo tanto bi-

culturales (Taff,198115), detalla las siguien-

tes características:

•  Conocimiento histórico, social y cultural: 

historia, tradiciones, costumbres, valores 

y tabúes, sus gentes, su forma de relacio-

narse, etc.;

15 TAFT, R., «The role and personality of the mediator», en: BOECHNER, S. (ed.),  
The Mediating Person: Bridges between cultures. Cambridge: Schenkman 1981

Evolucionar de relacionistas  
comunitarios a mediadores culturales
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Acciones concretas sugeridas

• Desarrollar mapa de competencias 

interculturales que deben desarrollar 

los relacionistas comunitarios para pa-

sar a ser mediadores interculturales. 

• Desarrollar propuesta de contenidos 

de formación de mediadores intercul-

turales

• Desarrollar proceso de entrenamien-

to piloto con equipo de relacionamien-

to comunitario.

• Habilidades comunicativas: dominio no 

sólo del lenguaje escrito y oral sino de 

otros tipos de comunicación: lenguaje 

corporal, gestos, signos, símbolos, etc.;

•  Habilidades sociales: conocimiento de 

las normas que rigen las relaciones socia-

les y las reacciones emocionales, capaci-

dad de auto-control según requiera la si-

tuación y la cultura.
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Existe la necesidad de fortalecer la co-

municación comunitaria y no solo comu-

nicación en medios digitales para clientes 

externos. Este esfuerzo de comunicación 

comunitaria implica gestionar información 

con el cuidado del lenguaje en sus signifi-

cados y significantes. Si se usará una len-

gua como el quechua o aimara, es impor-

tante ubicar el dialecto de la lengua, y el 

uso de los términos. 

Uno de los componentes clave de la cultu-

ra consiste, por ello, en el factor lingüísti-

co, pues la existencia de una lengua propia 

consiste muchas veces en el “marcador” 

más evidente de la pertenencia cultural, es 

decir, es una forma de trazar la etnicidad, 

junto a otras características tales como la 

organización social, las creencias religio-

sas, la reproducción económica, el funcio-

namiento del poder y la autoridad, entre 

otras.

Igual el tema del uso de las imágenes, que 

deben ser usadas respetando la iconogra-

fía local, la vestimenta tradicional y una 

Acciones concretas sugeridas 
• Desarrollar benchmarking de estra-

tegias de comunicación comunitaria 

que identifique buenas prácticas de 

empresas mineras en el uso de cana-

les, flujos y espacios de las comunida-

des usados tradicionalmente para la 

difusión de información. 

• Establecer criterios para la adecua-

ción intercultural de mensajes a ser di-

fundidos por radios, asambleas, ferias, 

material como folletería, etc. 

• Validación de mensajes en quechua 

o aimara dependiendo de las variantes 

lingüísticas por área. Así, por ejemplo, 

se reconoce la existencia de 08 varian-

tes del quechua en el Perú. 

presentación respetuosa de las personas 

locales. Reconocer que las poblaciones 

que tienen lengua materna una lengua in-

dígena, estas son principalmente orales y 

las poblaciones pueden hablar con fluidez, 

pero no leer en la misma. 

Fortalecer la comunicación comunitaria
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El abordaje de las iniciativas de desarrollo 

por parte de las empresas mineras en el 

Perú ha ido cambiando a lo largo del tiem-

po partiendo desde un enfoque asisten-

cialista, para ahora, promover el desarro-

llo territorial. Lo que aporta la empresa se 

suma al rol del Estado desde las políticas 

públicas e intervenciones locales por parte 

de las entidades del nivel ejecutivo central, 

los gobiernos regionales y locales. Pero 

recoger la voz de las comunidades se hace 

preponderante para dar lugar a su propia 

visión de desarrollo, que en comunidades 

indígenas no es sólo una opción, sino una 

obligación garantizar de acuerdo al C169 de 

la OIT. En tal proceso resulta aconsejable: 

• Identificar conjuntos de servicios y de-

rechos que le corresponden al sujeto in-

dividual y colectivo reconocidos para los 

pueblos indígenas (derecho al desarrollo, 

derecho a la identidad cultural, derecho 

al territorio, p.e) considerando el nivel de 

interdependencia de los recursos que le 

ofrece su territorio, las prácticas de inter-

cambio entre sus pisos ecológicos, las re-

des de conexión entre ciudades cercanas 

y la migración de los más jóvenes a estas. 

• Diagnóstico del territorio a partir de va-

riables que permitan conocer los proble-

mas de los sujetos, recursos y oportuni-

dades que disponen. Para ello se propone 

capitalizar la recopilación de información 

relevante con respecto a la variable geo-

gráfica y la variable étnica, el peso que tie-

ne para comprender sus oportunidades o 

barreras para acceder a mejorar su calidad 

de vida.  

• Brindar un diagnóstico del sujeto colecti-

vo (pueblos indígenas) a partir devariables 

que permitan conocer las características 

de las comunidades y su capital social, sus 

activos culturales para gestionar su terri-

torio y reproducir sus formas de vida para 

garantizar su subsistencia. 

• Uso de la BDPI del Ministerio de Cultura 

sobre existencia de pueblos indígenas en 

sus áreas, así como la data sobre pregunta 

de autoidentificación étnica del Censo del 

2017, mapa etnolingüístico del 2019 ela-

borado por el Ministerio de Educación e 

incorporarlos en sus instrumentos de aná-

lisis y toma de decisiones.

Elaboración intercultural de diagnósticos 
y abordajes para promover desarrollo 
local
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Acciones concretas sugeridas

• Uso de metodologías e instrumentos 

para tener “estudios a profundidad” de 

las micro dinámicas territoriales, histo-

ricidad, prácticas culturales, mecanis-

mos de difusión comunitarias de la co-

munidad, movimientos migratorios, etc. 

Estos estudios permiten reconstruir los 

contextos y coyunturas que explican 

determinados fenómenos sociales. La 

etnografía es el método más útil a ser 

utilizado para comprensión de fenóme-

nos socioculturales.

• Desarrollar inventarios comunitarios 

de patrimonio material e inmaterial que 

puedan ser considerados como activos 

culturales, que pueden ser puestos en 

valor para fortalecer sentidos identita-

rios. 

• Mapa de zonificación territorial comu-

nal, que permita identificar uso y valora-

ciones de determinadas áreas del terri-

torio por parte de poblaciones locales y 

establecer de manera conjunta medidas 

de mitigación si se dieran afectaciones 

a esos usos comunales. 

• En zonas donde existen poblaciones 

indígenas- de acuerdo a la BDPI del 

MINCU- identificar instituciones que 

subsisten como lengua, prácticas tra-

dicionales de matrimonio, fiestas y ce-

lebraciones, prácticas de reciprocidad, 

tecnologías agrícolas, etc.  Esto permi-

tirá incorporarlas en el plan de gestión 

del relacionamiento comunitario. 

• Incorporar información de base de 

datos de Pueblos Indígenas producidas 

por el sector pública en los instrumen-

tos de relacionamiento comunitario.
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3.2 Recomendación para  
las Entidades públicas

• Se necesita de políticas que permitan 

abordar las demandas y carencias inter-

culturales de las poblaciones y territorios 

donde se desarrollan o desarrollarán po-

tenciales proyectos mineros. Esto alineado 

a fortalecer la competitividad y sostenibili-

dad social, ambiental, política y territorial. 

Se requiere de la intervención del sector 

público en todos sus niveles. 

• De acuerdo con los documentos insti-

tucionales, un pilar de la minería hasta el 

2030 es la legitimidad social, pero esta 

solo se construye sobre condiciones de 

paz y mayor certidumbre para todos los 

actores en el territorio. Para ello, un acuer-

do entre los sectores para consensuar 

mejoras a los mecanismos de participa-

ción ciudadana, consulta previa, acuerdos 

previos, etc. Establecer lineamientos a los 

actores para una adecuada prevención y 

atención de la conflictividad social, ayuda-

ría a actualizar y ordenar los instrumentos.
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• Desarrollo de lineamientos para aten-

ción de derechos colectivos de los pue-

blos indígenas o consideraciones para 

las intervenciones de entidades del sec-

tor público y privado en temas como 

desarrollo social, ambiental, seguridad 

jurídica de territorios.

• Desarrollo de nuevos lineamientos 

para la incorporación de variable étnica 

y recojo de información sobre diversi-

dades culturales en la línea de base so-

cial de las herramientas de gestión am-

biental. 

• Proponer seguimiento a la información 

social de las herramientas de gestión 

ambiental a partir de nuevos instrumen-

tos a ser desarrollados por los equipos 

de relacionamiento comunitarios.

• Ampliar los contenidos de información 

sobre las comunidades, poblaciones y te-

rritorios en las líneas de base social de las 

herramientas de gestión ambiental, tales 

como descripciones de pertenencia étni-

ca, patrimonio material e inmaterial, vita-

lidad de las lenguas indígenas, autoiden-

tificación étnica, prácticas y tecnologías 

productivas, entre otras.16  

• Crear instrumentos derivados de la línea 

de base social dinámicos y en permanente 

proceso de actualización y enriquecimien-

to, como parte del trabajo de los equipos 

de relacionamiento comunitario.

16 Bustamante (2022) plantea una mejora en el proceso de análisis de viabilidad social, incorporando un análisis multisecto-
rial. Los sectores que formarían parte de este proceso, en colaboración con SENACE, adicionalmente a los que ya participan, 
serían el Ministerio de Salud (MINSA), el MINEDU, el Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (MIDIS), el MINEM, el Ministe-
rio de Transporte y Comunicaciones (MTC), el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento (Vivienda), el Ministerio 
de Cultura (MINCUL), la Presidencia del Consejo de ministros (PCM) y su Vice Ministerio de Gobernanza Territorial, entre 
otros

Acciones concretas sugeridas

• Implementar una mesa multiactor para 

revisar y proponer mejoras a los proce-

sos de participación y consulta previa, 

desarrollo de lineamientos multisecto-

riales para la gestión social.
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3.3 Recomendación para las comunidades  
rurales e indígenas en territorios donde  
se desarrollan proyectos mineros

Desde los estudios realizados por diversos 

académicos y organizaciones de la socie-

dad civil se reconocen una serie de proble-

mas que predisponen el comportamiento 

de las comunidades hacía las empresas 

mineras, y si bien estás tienen amplias ex-

pectativas en lo que esto puede traerles 

de beneficio, su lógica es que pueden re-

cibir a cambio de algo que van a perder o 

se va a deteriorar: sus tierras, sus usos tra-

dicionales de la tierra y recursos naturales, 

sus prácticas de intercambio tradicionales, 

entre otros. O de otro lado, la aparición 

de proyectos mineros puede incrementar 

el PBI pero los niveles de desigualdad se 

veían incrementados en comparación a los 

distritos no mineros en la primera década 

del siglo XXI (Loayza & Rigolini, 2016).17

De acuerdo al estudio de Bustamante 

(2022) una de las causas de la conflicti-

17Según Loayza y Rigolini (2016) se explica, en parte, por la aparición de inmigrantes con mejores niveles educativos que son 
atraídos por la actividad minera. Este mecanismo podría explicar el descontento social de la población respecto al desarro-
llo minero
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vidad social tiene como causa las distin-

tas visiones de desarrollo en la población. 

Esto tiene como consecuencia la aparición 

de legítimas preocupaciones y temores 

respecto de los beneficios de la actividad 

en sus vidas individuales y colectivas.  En 

ese contexto puede ser recomendable: 

• Generación de agentes comunitarios 

para el diálogo intercultural y con profun-

do conocimiento del ciclo de proyectos 

mineros.

• Formar comunicadores locales e indíge-

nas independientes para que puedan am-

plificar resultados de monitoreo ambien-

tal, social, y visibilizar problemas micro 

locales. 

• Establecer espacios de reuniones de va-

lidación de contenidos y gráficas entre 

estos comunicadores locales e indígenas 

de las poblaciones con las que se trabaja, 

además de recibir información de hechos 

relevantes en las comunidades. 

• Estudios técnicos, líneas de base, mo-

nitoreos deben hacerse de manera inde-

pendiente por equipos de la propia co-

munidad que aprenden, leen e interpretan 

datos técnicos. Permite neutralidad y con-

fianza. 
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• Crear un fondo o partidas dentro de los 

fideicomisos mineros, o fondos para desa-

rrollo local para que postulen demandas 

de asistencia técnica legal, generación de 

bio negocios o emprendimientos produc-

tivos, inventarios comunitarios de patri-

monio cultural, entre otras demandas de 

especialistas que respondan a las comu-

nidades. 

• Desarrollar un programa de formación 

productiva para jóvenes locales, enfocado 

en los recursos (no mineros) de la zona. 

Posibilidad de innovación en el marco de 

tecnología verde y sostenible. Hay que sa-

lir de lo tradicional. 

Acciones concretas sugeridas 
•  Identificar mecanismos públicos o 

privados para brindar soporte finan-

ciero a financiamiento de asistencia 

técnica, formación y entrenamiento 

de pobladores locales, principalmen-

te jóvenes y mujeres en los campos 

propuestos. 

• Hacer un inventario de profesionales 

individuales o empresas que pueden 

darle ese soporte a las comunidades y 

ponerle a disposición esa base de da-

tos para su análisis y libre elección de 

con quién pueden trabajar.
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Minka/Ojos Propios 

Proyecto

“Mujeres ronderas” Febrero 2019 “La mirada de las Mujeres Ronderas”
Minera Yanacocha/Ojos Propios

Sonia Mamani, 
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Juliaca 
Puno

AñoTítulo Autor Lugar

CajamarcaGuillermo Figueroa
Tutor Ojos Propios

Pág 6

“Primera Práctica” Febrero 2019 “La mirada de las Mujeres Ronderas”
Minera Yanacocha/Ojos Propios

CajamarcaGuillermo Figueroa
Tutor Ojos Propios

Pág 7

“Subiendo” 2012 “Un día en la vida de Ancash”
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Pág 9
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Minka/Ojos Propios
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Ojos Propios
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Cusco

Richard Delgado 
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“La leche” Febrero 2019 “La mirada de las Mujeres Ronderas”
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Cajamarca
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“Zenon y Egidio  
en la Tarde”
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Sorochuco
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“Sombrero”  2019 “La mirada de las Mujeres Ronderas”
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Cajamarca Juana Sanchez 
Quiroz, 25 años

Pág 35

“Faena” 2019 “La mirada de las Mujeres Ronderas”
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Minka/Ojos Propios

Juliaca
Puno

Catalina Cutipa,  
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“Transporte” 2019 “Mujeres Ronderas”
Minera Yanacocha/Ojos Propios 

El Mito-
Sorochuco
Cajamarca

Norma Chavez 
Ayala, 52 años

Pág 65

Pág 66 “Tiñendo con  
Yerbas ”

2023 “El Origen”
Ojos Propios

Carmen Sicos 
Tacuri, 43 años

Amaru
Cusco




